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Resumen ejecutivo  

 
El contexto en el que se desarrolló el proceso de elección de altas cortes fue adverso, y está relacionado 
con un Estado de derecho profundamente debilitado. Aunque el país experimentó un cambio en el Poder 
Ejecutivo, la renovación de las altas cortes estuvo marcada por el temor de los actores relacionados con 
el proceso frente a la persecución penal indebida. El uso arbitrario del derecho penal, aunado a la 
complicidad y falta de independencia del Poder Judicial, crearon un contexto que influyó de manera 
negativa en el proceso. No se puede mirar este proceso de selección, sin tomar en cuenta el contexto 
del país. 

Guatemala fracasó en su intento por lograr una elección de altas cortes de acuerdo con estándares 
internacionales. Entre las principales razones están el ambiente de criminalización y persecución, así 
como la persistente influencia negativa de sectores y actores que históricamente se han apoderado de 
las cortes.  

No se eligió conforme al mérito, la honorabilidad y la idoneidad. El proceso se rigió por negociaciones 
basadas en el beneficio de los sectores y actores tradicionalmente ligados a la elección de cortes, lo cual 
fue más patente en la fase de elección ante el Congreso de la República.  Los instrumentos y mecanismos 
de evaluación fueron aún más deficientes que en procesos anteriores. El proceso ha sido considerado 
por diversos actores como el más deficiente desde la aprobación de la Ley de Comisiones de Postulación.  

La exclusión de actores sancionados por la comunidad internacional por corrupción y actos 
antidemocráticos fue un hecho importante, pero aún con eso no se logró la elección de los mejores 
perfiles. La selección de perfiles “grises” -que no son conocidos por graves señalamientos, pero tampoco 
se les reconoce por sus credenciales de independencia- remarca la profunda frustración de la sociedad. 

El panel valora como elementos favorables dentro del proceso, la participación de la sociedad civil y de 
los pueblos indígenas; la atinada selección de los presidentes de las comisiones de postulación; la 
observación internacional y el rol estratégico de los medios de comunicación, así como la adopción de 
una sede para las comisiones de postulación con características apropiadas. 

Además del uso indebido del derecho penal, el panel también identifica como elementos que impidieron 
la selección conforme a estándares internacionales: la renovación integral y simultánea de ambas cortes; 
el alto número de candidaturas a evaluar, los plazos insuficientes para el desarrollo del proceso, las 
interpretaciones arbitrarias de las normas jurídicas aplicables al proceso; la posibilidad de que 
comisionados electores sean electos; las estrategias dilatorias; la debilidad de los instrumentos de 
evaluación; la ausencia de valoración de la honorabilidad y las votaciones en bloque. Asimismo, la falta 
de entrevistas; los impedimentos para una participación efectiva de la sociedad civil y el rol del Congreso 
al elegir con base en negociaciones celebradas en espacios exentos del escrutinio público. 

Los resultados de la elección de cortes hacen patente la necesidad de reformas profundas a la 
Constitución Política de la República, a la Ley de Comisiones de Postulación y a la Ley de la Carrera 
Judicial. La sociedad guatemalteca necesita repensar su modelo de elección de altas cortes, privilegiando 
la carrera judicial de las magistraturas de sala que no deben someterse a un proceso de selección a cargo 
de entes externos al Poder Judicial.   
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El análisis del modelo pasa por repensar el órgano de elección y su composición, las reglas aplicables a 
la selección de sus integrantes; el periodo efectivo de las magistraturas, la posibilidad de elecciones 
parciales y escalonadas, la forma de elección de la presidencia del Organismo Judicial, entre otros temas. 
La prohibición de que un elector sea electo, el rol de las universidades y las facultades de derecho y su 
regulación, así como la regulación de las elecciones gremiales. Todos estos son aspectos que la sociedad 
guatemalteca deberá discutir y abordar en los próximos años para asegurar la independencia judicial. 
Esta reforma deberá tener un carácter pluricultural y de equidad de género. 

El panel reitera que no se puede pensar en una reforma del sistema de justicia sin pensar en una reforma 
profunda al Ministerio Público. Se debe retomar la recomendación de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, sobre llevar a cabo un diagnóstico del Ministerio Público y desde la mirada de este 
panel, debe incluir el Poder Judicial. 

El panel hace un llamado a la comunidad internacional en general, a la Organización de Estados 
Americanos (OEA), la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y la Organización de las 
Naciones Unidas (ONU) para que continúen desarrollando mecanismos de observación internacional, 
asistencia técnica, fortalecimiento institucional, protección a operadores de justicia y reitera la 
importancia de su apoyo a la implementación de un Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes 
(GIEI) para evaluar y acompañar el proceso de transformación del MP y del Poder Judicial.  También es 
clave el rol de la comunidad internacional en la promoción de reformas profundas que fortalezcan el 
sistema judicial con base en los estándares internacionales y la condena de todo acto de criminalización 
que impida un avance democrático en Guatemala.  
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Obstáculos y desafíos para la independencia 
judicial en Guatemala 

 

I. Recuento de actividades llevadas a cabo por el panel 

El Panel de Personas Expertas Independientes para la elección de Altas Cortes en Guatemala 

(PEI-GT) es una iniciativa de observación del proceso de elección de magistrados y magistradas 

de la Corte Suprema de Justicia y de la Corte de Apelaciones en Guatemala.  

 

El panel está integrado por Antonia Urrejola, abogada chilena, expresidenta de la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos (2021), exministra de Relaciones Exteriores de Chile 

(2022-2023) y actualmente es experta de las Naciones Unidas para Colombia; Ana Lorena 

Delgadillo Pérez, abogada mexicana, fundadora y exdirectora de la Fundación para la Justicia, 

con más de 20 años de experiencia en la defensa de la independencia judicial y los derechos 

de las personas migrantes, actualmente integra el Grupo de Trabajo de Naciones Unidas sobre 

Desapariciones Forzadas o Involuntarias; y Sidney Blanco, académico y exjuez salvadoreño, 

quien integró la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia entre 2009 y 2018.  

 

El panel observa el cumplimiento de los estándares internacionales, genera información sobre 

el desarrollo del proceso y emite recomendaciones a los órganos nacionales competentes para 

incentivar una evaluación imparcial y objetiva basada en los méritos, la honorabilidad y 

capacidades de las y los aspirantes.   

 

La iniciativa para la conformación del panel surgió como una contribución al proceso 

democrático y al fortalecimiento del Estado de derecho en Guatemala, por parte de diversas 

organizaciones con amplia trayectoria de seguimiento a la situación de Guatemala. Estas 

organizaciones son:  la Fundación para el Debido Proceso (DPLF, por sus siglas en inglés); el 

Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL); Impunity Watch; la Oficina en 

Washington para Asuntos Latinoamericanos (WOLA); el programa ACTuando Juntas Jotay; la 

Plataforma Internacional contra la Impunidad, Be Just; Robert F. Kennedy Human Rights; la 

Oficina para Mesoamérica de Protection International; Guatemala Human Rights Commission; 

American Jewish World Service (AJWS); la Fundación Luis von Ahn; la Fundación para la Justicia 

y el Estado Democrático de Derecho; American Friends Service Committee (AFSC) y CIVICUS.  

Si bien estas organizaciones promovieron la llegada del panel al país, el panel ha actuado con 

independencia y autonomía en cuanto a sus métodos de trabajo, evaluaciones, 

recomendaciones, acciones y criterios que adopte en cumplimiento de su mandato. 
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El panel se constituyó en junio de 2024 y en el marco de sus funciones realizó dos visitas al 

país, una en julio y otra entre septiembre y octubre, en las cuales tuvo oportunidad de reunirse 

con el Presidente de la República y su equipo de trabajo, el ministro de Relaciones Exteriores, 

el presidente de la Corte Suprema de Justicia, magistrados y magistradas de la Corte de 

Constitucionalidad, organizaciones de la sociedad civil nacionales e internacionales, 

representantes y autoridades de los pueblos indígenas, organizaciones empresariales, jueces 

y juezas, constitucionalistas, diputados y diputadas, la Oficina del Alto Comisionado de 

Naciones Unidas para los Derechos Humanos de Guatemala e integrantes de la comunidad 

internacional incluyendo Estados Unidos, Suecia y la Unión Europea. 

 

El PEI-GT lamenta no haber tenido ocasión de reunirse con el presidente ni la Junta Directiva 

del Congreso ni con el presidente del Colegio de Abogados y Notarios de Guatemala, quienes 

no atendieron las solicitudes de audiencia. Asimismo, remitió solicitud de audiencia pública 

para hacer uso de la palabra durante tres minutos en la última sesión de trabajo de la Comisión 

de Postulación para Corte Suprema de Justicia, solicitud que no alcanzó los votos necesarios 

para su aprobación. 

 

El panel mantuvo comunicación permanente durante el desarrollo de su labor con la Relatora 

Especial de las Naciones Unidas sobre la Independencia de Magistrados y Abogados, Sra. 

Margaret Satterthwaite, con la Misión Especial de Observación de la Organización de Estados 

Americanos (OEA) así como con la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). 

 

Durante el proceso de selección el panel elaboró diversos documentos para recomendar u 

orientar el proceso de acuerdo con los estándares internacionales:  

 

1. El primer informe del panel1 denominado Comisiones de Postulación: Balance y 

decisiones clave, fue presentado en modalidad presencial y virtual en las Oficinas de 

DPLF en Washington, D.C., el 11 de septiembre de 2024 con la asistencia de 

representantes de las misiones permanentes ante la OEA, organismos 

internacionales y organizaciones no gubernamentales, así como funcionarios del 

Gobierno de Estados Unidos. 

 

2. La Guía para la elección de Altas Cortes dirigida al Congreso de la República de 

Guatemala2 fue presentada en el marco de su segunda visita al país, el 29 de 

septiembre de 2024. Debido a que el Congreso de la República no contaba con un 

procedimiento (establecido a través de un acuerdo o reglamento) para la elección, 

el panel elaboró este instrumento con base en normas nacionales y estándares 

 
1

 https://panelaltascortesgt.org/informes/ 

2
 https://panelaltascortesgt.org/wp-content/uploads/2024/09/Guia-de-estandares-internacionales-PEI_Congreso_septiembre24.pdf 
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internacionales en el que se establecen aspectos operativos y criterios aplicables a 

esta fase de la elección. 

 

3. El panel hizo públicos 11 comunicados de prensa,3 cuyo contenido remitió a ambas 

comisiones de postulación en formato de cartas dirigidas a sus integrantes, con el 

objeto de compartir y facilitar el cumplimiento de los estándares internacionales en 

cada etapa del proceso. 

 

4. Durante las visitas al país, el panel llevó a cabo dos conferencias de prensa en la 

Ciudad de Guatemala. 

 

5. Diversas entrevistas con diversos medios de comunicación. Durante su misión, la 

prensa nacional e internacional cubrió extensamente las actividades del panel, lo 

cual ha sido estratégico para hacer llegar los análisis, las propuestas y 

recomendaciones a los actores parte del proceso y al público en general. 

 

El panel agradece a todas las personas y entidades que amablemente abrieron un espacio para 

conversar con sus integrantes, y a quienes han aportado información valiosa para el 

cumplimiento de su misión e hicieron posible el desarrollo de sus actividades.  Expresamos un 

reconocimiento especial a las organizaciones promotoras por su compromiso con el Estado de 

derecho y la justicia en Guatemala y el agradecimiento por el apoyo que hizo posible el trabajo 

del panel.  

 

PRINCIPIOS DE ACTUACIÓN DEL PANEL 
El panel se rigió para su actuación en los siguientes principios: 

 

● Independencia: todas las manifestaciones se realizaron de manera independiente, sin ningún 

tipo de influencia de ningún actor. 

 

● Objetividad: el panel recibió información de múltiples actores y sus valoraciones parten de un 

análisis objetivo, tomando como parámetro los estándares internacionales. 
 

● Confidencialidad: el panel respeta la confidencialidad de testimonios que le fueron entregados 

en su calidad de actor internacional independiente. 
 

● Apertura para hablar con todos los actores: el panel se mantuvo con la disponibilidad 

de escuchar y recopilar información de diferentes fuentes, sin ninguna discriminación. 

 
3

 https://panelaltascortesgt.org/comunicados/ 
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II. Valoración general del proceso  

 La valoración general del proceso de selección de altas cortes en Guatemala tiene que pasar 

por entender el contexto que vive el país, y éste es adverso. Aunque ha experimentado un 

cambio en el Poder Ejecutivo, al momento de las renovaciones de las altas cortes existía en el 

ambiente un temor ante la persecución que inició la Fiscal General de la República Consuelo 

Porras desde el inicio de su administración. El uso arbitrario del derecho penal, aunado a la 

complicidad y falta de independencia del Poder Judicial, crearon un contexto que influyó de 

manera persistente en las designaciones. Parecía que cualquier acto que se llevaba a cabo y 

que suponía una afectación para los intereses de los actores antidemocráticos, pasaba por el 

lente de la sospecha o el temor de una nueva persecución. Esto afectó también los resultados 

obtenidos, y por ello el panel considera que: 

 

1. Guatemala fracasó en su intento por lograr una elección de altas cortes de acuerdo con 

estándares internacionales. El proceso de selección e integración de las nóminas de 

candidatos ha sido considerado por diversos actores de la sociedad como el más deficiente 

desde la aprobación de la Ley de Comisiones de Postulación. Son múltiples las razones para 

que esto ocurriera, pero las más relevantes tienen que ver con el ambiente de criminalización 

y persecución y la persistente influencia negativa de diferentes sectores y actores que 

históricamente se han apoderado de las cortes. En voz de las autoridades indígenas “el 

sistema de justicia en Guatemala se encuentra cooptado y (…) en la elección existen intereses 

de sectores claramente definidos interesados en mantener su impunidad y los personajes que 

representa cada sector interesado en la cooptación”.4 

 

2. No se eligió conforme al mérito, la honorabilidad y la idoneidad. Los acuerdos y 

negociaciones de los actores fueron los que rigieron el proceso. El proceso para la renovación 

de altas cortes 2024-2029 parece haber blanqueado o dotado de legitimidad las negociaciones 

y los acuerdos que no privilegiaron el mérito y las garantías por la independencia judicial, sino 

el beneficio para los mismos sectores y actores tradicionales. De acuerdo con lo señalado por 

la prensa, dos de los operadores tradicionales, así como un magistrado de la Corte de 

Constitucionalidad habrían mantenido sus cuotas de influencia en el proceso vía comisionados 

que habrían representado sus intereses y la promoción de allegados.5 

   

La exclusión de ciertos actores sancionados por la comunidad internacional debido a su 

implicación en actos de corrupción y antidemocráticos fue, sin duda, un acontecimiento 

relevante en el proceso actual. No obstante, el avance de perfiles de profesionales 

considerados "grises" —aquellos que no están asociados a graves acusaciones, pero tampoco 

destacan por su independencia— subraya la profunda frustración de la sociedad. Este proceso 

no solo falla en seleccionar a los mejores candidatos, sino que tampoco evita elegir a los menos 

adecuados. La falta de un sistema de selección basado en mérito, honorabilidad e idoneidad 

hace que estos perfiles "grises" no ofrezcan ninguna garantía de independencia. En realidad, 

no se sabe qué esperar de ellos.  
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III. Buenas prácticas 

 

Durante su labor de observación, el panel pudo identificar buenas prácticas, obstáculos y lecciones 

aprendidas en el proceso de selección de magistrados y magistradas de altas cortes en Guatemala. 

 

1. Participación de la sociedad civil  

El panel reconoce el profesionalismo y la valentía de la participación de la sociedad civil y los 

pueblos indígenas en Guatemala. La sociedad civil de Guatemala cuenta con un alto nivel de 

especialización y experiencia técnica para observar los procesos de designación de altas cortes. 

Históricamente, ha habido un alto involucramiento de la sociedad civil en analizar, monitorear 

y participar en los procesos de elección de altas cortes, así como en impulsar las reformas 

necesarias hacia la consolidación de la independencia judicial. Los estudios, informes, el 

monitoreo y su participación -a pesar de las limitaciones y el ambiente de criminalización y 

persecución existentes- han sido cruciales para que más y mejor información llegue al resto de 

la ciudadanía y a la comunidad internacional. Hay un alto nivel de conciencia y claridad sobre 

el papel de la sociedad civil en la transformación de las instituciones de justicia y en la defensa 

necesaria para que el país cuente con instituciones de justicia sólidas e independientes que 

garanticen los derechos humanos y sean parte de la construcción democrática. 

 

En este proceso de selección, la sociedad civil hizo llegar documentos técnicos a las comisiones 

de postulación, emitió comunicados, organizó conferencias de prensa, monitoreó 

directamente el funcionamiento de las comisiones de postulación, organizó mesas de debates, 

foros, participó en múltiples entrevistas en medios nacionales e internacionales, presentó 

objeciones, y luchó por su derecho a participar de manera activa en el proceso. Sobresale el 

trabajo de las organizaciones que transmitieron en línea todas las sesiones de las comisiones 

y que elaboraron materiales para facilitar a la ciudadanía la comprensión de un proceso 

altamente complejo. La sociedad civil guatemalteca nunca claudicó a pesar de un contexto de 

gran criminalización. Su trabajo es un referente para los procesos de selección de altas cortes 

digno de mostrar y compartir en la región.  

 

 
4

 Informe de observación de elección de magistrados y magistradas para Corte Suprema de Justicia, Corte de Apelaciones y tribunales de igual 

categoría 2024 –2029. El Consejo de Autoridades del Pueblo Ixil, Chajul, Cotzal y Nebaj, el Cabecera del Pueblo Tz’utujil de Atitlán, La Junta 

Directiva de Alcaldes Comunales de los 48 Cantones de Totonicapán; la Municipalidad Indígena de la Antigua Santa Catarina Ixtahuacán, la 

Municipalidad Indígena de Sololá; el Consejo de Principales de San Lucas Tolimán, el Consejo de Autoridad Ancestral y Custodios del Título 

del Pueblo de Santiago Sacatepéquez, la Alcaldía Indígena Santa Cruz del Quiché, la Municipalidad Indígena de Santa Lucía Utatlán, el 

Parlamento Xinka, la Alcaldía Indígena de Chisec Alta Verapaz, el Consejo de Autoridades Maya Chortí de San Francisco Quezaltepeque, 

Chiquimula, el Consejo de Autoridades Maya Chortí de Olopa, Chiquimula; el Comité de Título de Santa María Visitación; la Alcaldía Indígena 

de San Marcos la Laguna, Sololá. Guatemala, 17 de octubre de 2024. 

5
 https://www.prensalibre.com/guatemala/justicia/la-sombra-de-los-operadores-politicos-estaria-presente-en-la-nueva-csj-advierten-

observadores-del-proceso/ 

 

https://www.prensalibre.com/guatemala/justicia/la-sombra-de-los-operadores-politicos-estaria-presente-en-la-nueva-csj-advierten-observadores-del-proceso/
https://www.prensalibre.com/guatemala/justicia/la-sombra-de-los-operadores-politicos-estaria-presente-en-la-nueva-csj-advierten-observadores-del-proceso/
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La sociedad civil internacional también jugó un rol importante para visibilizar el proceso en el 

ámbito internacional y promover la veeduría desde la comunidad internacional. Este panel, es 

la muestra de ello. 

 

2. Participación de los pueblos indígenas 

El panel también resalta la claridad y compromiso de los pueblos indígenas en la elección de 

altas cortes. Las autoridades indígenas con quienes se reunió el panel expresaron que ha 

habido una separación entre el Poder Judicial y los pueblos indígenas. Sus derechos no han 

sido protegidos cuando han visto amenazados sus territorios o sus recursos naturales, y existe 

una deuda histórica de justicia en casos del conflicto armado. Aunque este sistema no les 

representa, como lo señalaron insistentemente, saben que deben luchar por la independencia 

judicial porque sus derechos se ven afectados por decisiones tomadas por el Poder Judicial. 

 

Los pueblos indígenas enriquecieron el proceso y aportaron una mirada crucial sobre la 

estructura colonialista que rige el sistema de justicia. Un país que tiene aproximadamente 42% 

de su población indígena, debe no sólo privilegiar la elección de representantes de los pueblos, 

sino comprender la existencia de sistemas propios de administración de justicia de los pueblos 

originarios, con los cuales el Poder Judicial está llamado a coordinar y coexistir de acuerdo con 

los estándares internacionales en materia de derechos de pueblos indígenas.  Esto obliga a 

repensar el sistema, a la luz de los propios requerimientos que sus comunidades originarias 

plantean.6 

 

Este panel considera que no se logrará un sistema representativo y justo bajo la mirada de los 

pueblos indígenas, si su experiencia, conocimiento, sabiduría ancestral y cosmovisión, no son 

respetadas por el Estado. La verdadera democracia requiere el reconocimiento, respeto y 

coordinación con las instituciones y sistemas de justicia propios de los pueblos originarios.  

 

3. Selección de la presidencia de las comisiones de postulación 

Gran parte de la sociedad reconoció como un elemento positivo, el nombramiento para 

presidir las comisiones de postulación de los rectores de la Universidad Rafael Landívar (URL) 

e Internaciones; ambos cuentan con el respaldo ciudadano y gozan de reconocida 

honorabilidad. Se evidenció el compromiso de las universidades que representan y el 

importante aporte de la URL al adecuar sus instalaciones para que el proceso contara con las 

condiciones necesarias para llevarse a cabo.  Esto también está relacionado con la importancia 

central que juegan las universidades privadas en el contexto no sólo académico sino político y 

jurídico del país, lo que les obliga mantener un proceso continuo de aumento en sus 

estándares de calidad académica y ética, particularmente en el marco de la profesión jurídica.  

 
6 Vid: Informe de observación de elección de magistrados y magistradas para Corte Suprema de Justicia, Corte de Apelaciones y tribunales de 

igual categoría 2024 –2029. Ob cit.  
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También se plantea el desafío de recuperar la legitimidad de la universidad pública para jugar 

el rol fundamental que le compete en la vida nacional. 

 

4. Sede de las sesiones de las comisiones de postulación 

A pesar de los estériles y prolongados debates acerca de la sede donde debían llevarse a cabo 

las sesiones, fue positivo lograr que se realizaran en la Universidad Rafael Landívar, no sólo por 

tratarse de un espacio de fácil acceso, abierto, sin restricciones adicionales para el ingreso, 

sino también por haberse considerado que cumplía las condiciones de neutralidad, 

imparcialidad y seguridad física y digital requeridos para un proceso de esta magnitud. 

 

5. El rol de medios de comunicación 

Un aspecto que es importante resaltar, es el papel que jugaron las y los periodistas, y en 

general los medios de comunicación del país. Gran parte de los medios de comunicación, 

tenían como discusión central la elección de las altas cortes. Esto ayudó a sensibilizar a la 

ciudadanía sobre la importancia de este proceso, pero también fue un espacio fundamental 

para la auditoría periodística. 

 

Tanto el proceso de selección de aspirantes como la conformación de nóminas transcurrió con 

transparencia, a pesar de las iniciativas de los comisionados del gremio de abogados que 

pretendían limitar la cobertura de la prensa. La denuncia pública sigue siendo un mecanismo 

de control ciudadano y debe resguardarse. 

 

6. Observación internacional 

Se destaca la observación internacional constante sobre el proceso de designación de altas 

cortes, tal como la Misión Especial de la Organización de Estados Americanos (OEA), los 

comunicados y el monitoreo por parte de la Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre la 

Independencia de Magistrados y Abogados, así como de la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos (CIDH) que realizó una visita in loco que coincidió con el proceso de 

selección de altas cortes. 

 

El panel enfatiza la importancia de que exista una vigilancia y observación independiente en 

procesos de designación de altas cortes. La ciudadanía y la comunidad internacional están 

habituados a la observación del proceso electoral presidencial, y no se pone la misma atención 

en el caso del Poder Judicial. No obstante, ante el avance de los autoritarismos en América 

Latina y el debilitamiento del Estado de derecho, consideramos esencial la supervisión 

internacional en los procesos de selección de las altas cortes. Esto es crucial para garantizar el 

cumplimiento de los estándares internacionales y fomentar la existencia de poderes judiciales 

independientes que actúen como contrapeso frente a otros poderes y a los intentos de 

instaurar autocracias en la región.  
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Es indispensable el compromiso del Estado en el cumplimiento de las recomendaciones 

derivadas de la observación antes referida como parte del cumplimiento de sus obligaciones 

internacionales. 

 

 

IV. Aspectos que impidieron una selección conforme a los estándares 
internacionales 

1. La persistente práctica de criminalización penal, el uso arbitrario del derecho penal 

Desde el comienzo, el proceso estuvo caracterizado por intimidaciones y el uso discrecional 

del derecho penal contra personas que representaban un eventual obstáculo para el avance 

de otras agendas ajenas al proceso y, con ello, impedir nombrar a los mejores perfiles de 

candidatos o candidatas más idóneos para asegurar la independencia. El temor atravesó a los 

distintos actores, comisionados, aspirantes y diputados electores, ante las amenazas de ser 

sujetos de persecución penal indebida, incluso una vez finalizado el proceso y habiendo 

tomado posesión las personas electas. 

 

El panel se manifestó desde su primer comunicado en contra de esta práctica. Como lo 

mencionó en sus comunicados y entrevistas, la persecución penal indebida es una de las reales 

interferencias indebidas para la designación de altas cortes, conforme a estándares 

internacionales. 

  

2. Renovación integral de las altas cortes 

De acuerdo con lo que se ha observado en experiencias de renovación del Poder Judicial en 

otros países, no es recomendable la renovación integral de las cortes. Una renovación 

escalonada, por partes o por tercios del total de las magistraturas, permitiría una selección 

más profunda, una transición menos abrupta y mejor supervisión por parte de la ciudadanía. 

Tampoco se recomienda que la Corte de Apelaciones y la Corte Suprema de Justicia se 

renueven al mismo tiempo. 

 

3. Número de candidatos a elegir y plazos establecidos para la renovación de las altas cortes 

El tiempo que se ha destinado para renovar la Corte de Apelaciones resulta insuficiente, dado 

el número de candidatos que deben examinarse. Eso provoca que se implementen 

mecanismos “ad hoc” que no respetan los principios y estándares internacionales para 

designaciones, por ejemplo, votaciones en bloques, sin entrevistas y sin examen profundo del 

perfil y sin participación suficiente de la ciudadanía. 

 

Si bien es importante respetar los términos constitucionales para las designaciones, no se 

deben priorizar los tiempos por encima de la calidad del proceso. Esto provoca que el proceso 

en sí mismo sea una simulación, como en efecto sucedió en esta elección, donde solo se 

cumplen aparentemente con las formalidades, pero se deja de lado el fin último: examinar a 
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fondo y elegir a las y los mejores candidatos para integrar las altas cortes a través de principios 

básicos como la transparencia y la participación ciudadana. 

 

4. El uso del derecho como una herramienta para “interpretar” la norma de acuerdo con intereses 

personales 

El panel pudo observar que durante las discusiones en las comisiones de postulación, primaron 

interpretaciones ilógicas, absurdas y contrarias al espíritu de la norma, de los principios 

generales del derecho y de los estándares internacionales. La sobre interpretación o la 

interpretación a modo para generar temor de que podría estarse violando alguna norma -sin 

un sustento real de fondo- o para bloquear discusiones, fueron elementos presentes en todas 

las discusiones de las comisiones de postulación. En muchas ocasiones, no se buscaba lograr 

la interpretación más garantista en atención al principio pro-persona o de la defensa de la 

independencia judicial, sino aquella que protegiera los intereses de quien exponía. Esto dañó 

profundamente el proceso. 

 

Las y los abogados tenemos la obligación de aplicar el derecho de la manera más garantista, 

no para imponer intereses personales o dañar la democracia. Por ejemplo, cuando los 

presidentes de las comisiones intentaron comenzar a sesionar, no pudieron hacerlo porque 

dos de los decanos no habían sido juramentados. El artículo 8 de la Ley de Comisiones de 

Postulación señala que se requiere la presencia de dos tercios de los integrantes de la comisión 

para sesionar, pero varios comisionados interpretaron que debían estar todos presentes. Esta 

interpretación puede llevar al extremo de que una sola persona puede bloquear la instauración 

de las sesiones, lo cual excede toda lógica racional.  

 

Varios de las y los comisionados entramparon el desarrollo de las sesiones con discusiones 

que, aunque importantes, debieron haberse resuelto de manera rápida y sencilla, como la 

instauración de las comisiones y la discusión de la sede. Como resultado, los principales 

instrumentos para la evaluación y el proceso de evaluación se llevaron a cabo de forma 

apresurada, sin profundizar y sin cumplir con los estándares internacionales requeridos.  

 

5. La elección de integrantes de las comisiones de postulación  

Las comisiones de postulación se organizan por mandato constitucional para conformar las 

nóminas de candidatos para la Corte Suprema de Justicia (26) y para la Corte de Apelaciones 

(312) y entregarlas al Congreso de la República. La elección de buenos candidatos depende en 

gran parte de la calidad y honorabilidad de los integrantes del órgano que elige. En este 

sentido, si no se eligen comisionados y comisionadas honorables, capaces, íntegros y éticos, 

difícilmente se tendrán los mejores perfiles electos en las altas cortes. A partir de la calidad del 

cuerpo electoral se puede prever el resultado de la elección. 

 

Esto no se cuidó de manera adecuada en las comisiones de postulación. Varios de los 

comisionados tenían vínculos o intereses ligados a grupos antidemocráticos, corrupción o 
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buscaban garantizarse impunidad. De esta manera, eligieron candidatos para las cortes que 

pudieran resolver en favor intereses particulares. Desde la designación de las comisiones de 

postulación se afectó gravemente la independencia judicial.  

 

No cabe duda de que tanto el gremio de los abogados como el de los magistrados tenían 

intereses y agendas propias. A través del proceso de selección de comisionados y 

comisionadas, buscaban que esos intereses quedarán reflejados y representados. 7 

 

Mientras no se cuente con mecanismos que garanticen que quienes van a elegir sean personas 

honorables e independientes, difícilmente se elegirán personas honorables. Las reglas para 

elegir a los comisionados deben modificarse para que la honorabilidad sea el elemento central 

en la integración de las comisiones de postulación.  

 

Desde el punto de vista de este panel, no es necesario ni siquiera deseable que las comisiones 

de postulación estén solo integradas por abogados y abogadas. Se debe buscar una mayor 

representatividad en estas comisiones, por ejemplo, a personas provenientes de autoridades 

de pueblos indígenas y a integrantes de la sociedad civil que históricamente se hayan dedicado 

a observar y participar en los procesos de elección. Estas personas deben tener una postura 

demostrada basada en valores democráticos, ya sea a través de publicaciones o 

manifestaciones públicas. Si se quiere privilegiar la honorabilidad como uno de los elementos 

centrales en el perfil de quienes integran las altas cortes, esta debe ser también el elemento 

central en la elección de candidatos para dichas cortes. 

 

El panel plantea algunas buenas prácticas que podrían ayudar a repensar y modificar las 

comisiones de postulación para la elección de las altas cortes de justicia. 

 

COMITÉS DE SELECCIÓN CON PARTICIPACIÓN CIUDADANA: 
En México, el Sistema Nacional Anticorrupción incluye comités de selección 

que nombran a los integrantes del comité ciudadano encargado de 

supervisar la lucha contra la corrupción. Estos comités son elegidos por el 

Poder Legislativo, pero se prioriza la participación ciudadana y se convoca 

a organizaciones no gubernamentales especializadas en fiscalización y 

rendición de cuentas. 

 

REQUISITOS ESTRICTOS PARA LOS SELECCIONADORES: 
En algunos países, como en el caso del Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos y la Corte Penal Internacional, se han establecido criterios claros 

para quienes integran los órganos encargados de seleccionar magistrados. 

Estos criterios incluyen transparencia, imparcialidad, mérito profesional y 

 
7

 https://independenciajudicial.org/wp-content/uploads/2024/10/informe_cortes.final_.pdf pág. 3 

https://independenciajudicial.org/wp-content/uploads/2024/10/informe_cortes.final_.pdf
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experiencia comprobada, lo que ayuda a evitar nombramientos basados en 

intereses políticos o personales. 

 

INCORPORACIÓN DE REPRESENTANTES DIVERSOS: 
Se ha propuesto que las comisiones no estén compuestas exclusivamente 

por abogados, sino que incluyan representantes de diversos sectores 

sociales, como autoridades indígenas o miembros de organizaciones civiles 

con trayectoria en derechos humanos. Esto podría aumentar la 

representatividad y disminuir la influencia indebida. 

 

PROCESOS PÚBLICOS Y TRANSPARENTES: 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha recomendado que los 

procesos sean completamente públicos, con audiencias abiertas y 

mecanismos claros para evaluar a los candidatos. Esto incluye entrevistas 

públicas y pruebas psicométricas para garantizar que los aspirantes sean 

idóneos e independientes. 

 

 

En síntesis, al panel le parece que es necesario: 

 

Establecer requisitos más estrictos para quienes integran las comisiones, priorizando 

la honorabilidad y el compromiso con valores democráticos y trayectoria donde se 

comprueben aportes sustantivos que la persona haya ejercido en favor de su comunidad, 

del país o de los derechos humanos. 

 

Garantizar mayor transparencia en todas las etapas del proceso, desde la convocatoria 

hasta la selección. 

 

Garantizar la participación ciudadana, la evaluación real de las y los candidatos, así 

como el escrutinio público con entrevistas. 

 

 

6.  El principio de la transparencia y publicidad en la selección 

El principio de transparencia ha sido pervertido. De acuerdo con lo que pudo observar el panel, 

aunque las sesiones se llevaron a cabo de manera abierta y podían ser observadas por todas 

las personas, los acuerdos se tomaban fuera de las sesiones. Esto ocurrió tanto en las 

comisiones de postulación como en el Congreso. En este sentido se privilegiaron acuerdos 

gremiales, partidistas o basados en intereses personales, antes que atender el mandato 

constitucional de integrar el Poder Judicial con magistrados y jueces independientes e 

imparciales. Se violaron estándares internacionales que exigen la deliberación pública en el 
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proceso, y el voto nominal, razonado y público. De poco sirve invertir tanto tiempo en los pasos 

previos del proceso de elección si, al final, las decisiones se toman fuera del espacio público y 

seguramente bajo condicionamientos inconfesables. 

 

Es importante que tanto las comisiones de postulación como el Congreso transmitan 

credibilidad y confianza ante la ciudadanía, lo cual en este proceso no se logró. La falta de 

instauración de un procedimiento con carácter institucional desde el Congreso de la República 

que facilitara igualdad de condiciones a aspirantes y congresistas electores y participación 

abierta de la ciudadanía profundizó la práctica de las negociaciones oscuras y la desconfianza 

ciudadana.   Al contrario, es difícil escuchar una opinión imparcial, objetiva y razonable que 

reconozca la concurrencia de aquellas características.  

 

 7. La estrategia de dilatar las discusiones para reducir los tiempos en temas relevantes  

A partir de la instalación de las comisiones, aunque las condiciones de la Universidad Rafael 

Landívar eran adecuadas, algunos comisionados se dedicaron estratégicamente a retrasar el 

trabajo sustantivo mediante prolongados debates durante varios días sobre la sede ideal para 

desarrollar las sesiones, lo que incluyó presentaciones audiovisuales de otros espacios 

(parqueos, salas, sillas, rutas, etc.) en el Palacio de Justicia. El trabajo de las comisiones recibió 

fuertes críticas por la demora innecesaria ocasionada por el interés de un grupo de 

comisionados por el intento de ese traslado de sede. 

 

El panel estima que se debieran establecer consecuencias a las y los comisionados que abusan 

de los tiempos destinados a debatir asuntos de trámite sencillos como estrategia dilatoria para 

no abordar los temas sustantivos o de fondo.  Asimismo, deberían establecerse límites de 

tiempo para discutir cuestiones que, aunque son importantes, no abordan los elementos 

sustanciales de fondo que requieren ser abordados para garantizar un proceso transparente, 

como el tema de la sede. Al respecto, el reglamento debiese establecer, cuáles deben ser las 

características que debe cubrir determinada sede, de tal forma que solo se verifiquen esos 

requisitos.  

 

8.  Instrumentos internos para el trabajo de las comisiones 

Los instrumentos internos aprobados para el trabajo de las comisiones no fueron redactados 

en observancia de los estándares internacionales, como se señaló en el primer informe del 

panel. Las tablas de gradación utilizadas en el proceso presentaron sesgos que favorecieron a 

los magistrados que estaban en ejercicio y a exfuncionarios, lo cual deliberadamente colocaba 

en desventaja a otros competidores y limitó la posibilidad de una renovación real de las cortes. 

Las organizaciones especializadas en monitoreo de los procesos de postulación cuestionaron 

su diseño, por estar destinadas a favorecer a los magistrados que buscaban su reelección. 

   

El problema de los instrumentos inició con el perfil de idoneidad, que se equiparó a la suma 

de requisitos constitucionales y legales para postularse a los cargos sin que las comisiones de 
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postulación hayan realizado un esfuerzo para definir concretamente el ideal de aspirante que 

se esperaba que ocupara cada cargo. Los documentos exigidos para valorar los méritos éticos 

fueron insuficientes, pues también debió requerirse pruebas, entre otros, sobre: i) declaración 

sobre conflicto de intereses; ii) cumplimiento de la ley relacionado con la obligación de haber 

presentado sus declaraciones patrimoniales, quienes hayan ejercido funciones públicas; iii) 

declaración jurada de no tener señalamientos ante organismos internacionales, como el 

Sistema Interamericano de Derechos Humanos ni sanciones por gobiernos extranjeros. 

 

También resaltó entre las deficiencias, la ausencia de criterios concretos y específicos para 

hacer valoraciones sobre la honorabilidad, integridad y ética, así como la forma en que habrían 

de pronunciarse sobre los mismos. Debió dejarse claramente establecido que, si bien una 

sentencia condenatoria firme contra alguno de los postulantes impediría su continuación en el 

proceso, los aspectos negativos sobre señalamientos graves y comprobables que no tuvieran 

sentencias firmes serán analizados con objetividad, razonabilidad y coherencia para las 

valoraciones de aspectos éticos. 

 

El panel advirtió oportunamente que de acuerdo con la asignación de puntos en las tablas de 

gradación, los magistrados en ejercicio alcanzarían las más altas puntuaciones y se verían 

favorecidos. Deben considerarse otros aspectos valorativos que revelen buen desempeño, y 

no el solo transcurso del tiempo en los cargos. Por ejemplo, cuáles son sus resoluciones más 

relevantes, qué normativas internacionales son aplicadas en ellas, de ser el caso, desde la 

perspectiva de control de convencionalidad, entre otros. Se privilegió la alta valoración a la 

experiencia en la administración pública, sin considerar elementos de valoración del 

desempeño de los postulantes en actividades jurisdiccionales, sea como litigantes o jueces. 

Esto tuvo como consecuencia que candidatos o candidatas sin experiencia alguna en el sector 

justicia, como alcaldes o diputados, fueran favorecidos con notas más altas por experiencia en 

la administración pública, pero sin ninguna trayectoria en el sector justicia.  

 

El panel lamenta que se haya aprobado una nota mínima de 64 puntos, para que los aspirantes 

a la Corte de Apelaciones, a partir de esa calificación, pudieran ser tomados en cuenta para la 

votación final. En el caso de las magistraturas de la Corte Suprema de Justicia se aprobó una 

línea de corte de 73 puntos. Un proceso de elección de las altas cortes debe tener como 

objetivo y guía, que puedan pasar a integrarlas las personas que destaquen, que sean las 

mejores de las mejores. El nivel de exigencia no puede ser tan bajo como el utilizado en este 

proceso. 

 

No se considera conveniente que en cada proceso en el que se instala una comisión de 

postulación, se realice un reglamento y nuevamente se discutan los instrumentos como la 

tabla de gradación. Se debiera contar con instrumentos ya elaborados, claros y objetivos que 

permitan darle al proceso garantías de estabilidad, y no que estén sujetos a cambios por 

coyunturas determinadas.   
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En otros documentos ya emitidos por el panel se han dado recomendaciones sobre los 

instrumentos que pueden ser retomados para futuros procesos de selección. 

 

9. La ausencia de valoración de la honorabilidad 

Desde múltiples manifestaciones de la sociedad civil y de los pueblos indígenas se destacó la 

necesidad de que la honorabilidad fuera uno de los elementos más relevantes para valorar, sin 

embargo, esto no se logró. El estándar de honorabilidad quedó principalmente limitado a 

evaluar si la persona tenía una sentencia condenatoria en su contra; las tablas de gradación 

elaboradas fueron deficientes, incluso por debajo del estándar establecido en otros procesos 

de selección. 

 

Un elemento de valoración tan importante como la honorabilidad debe quedar previamente 

determinado. El panel ha dado algunos criterios para ello, siguiendo las recomendaciones de 

la Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre la Independencia de Magistrados y 

Abogados. 

 

Un primer criterio sería excluir a quienes tienen acusaciones fundadas de corrupción, 

violaciones a derechos humanos, quienes hayan llevado a cabo acciones de criminalización o 

en contra de los valores democráticos. También, aquellos con antecedentes cuestionables en 

el ámbito profesional o personal deben ser excluidos del proceso para asegurar la confianza 

pública en el sistema judicial. La apreciación de estos extremos no debe constatarse 

exclusivamente con sentencias penales firmes, pues resultan insuficientes para documentar la 

falta de honorabilidad, especialmente en un sistema de justicia con falencias, como el 

guatemalteco.  Finalmente, se debe impedir que participen en las comisiones quienes tengan 

conflictos de interés. 

 

En la guía que fue entregada al Congreso a fin de que pudieran regular su proceso, este panel 

aportó otras valoraciones para evaluar la honorabilidad, las cuales se repetirán más adelante 

en este informe.  

 

10. Votación en bloque 

Además de las influencias de los operadores externos y ajenos a las comisiones, se sumaron 

las negociaciones al interior de las mismas comisiones. Ante el volumen de aspirantes elegibles 

para integrar la nómina de candidatos (1,385) y el escaso tiempo (2 días) para desarrollar la 

votación con la finalidad de integrar la nómina de 312 candidatos, la Comisión de Postulación 

para la Corte de Apelaciones votó por bloques y no por cada uno de los postulantes. Los últimos 

80 integrantes de la nómina de 312 candidatos fueron electos mediante el consenso de la 

mayoría de los comisionados, una modalidad inédita en los procesos de postulación. 

 

El panel considera que la votación en bloque va en contra de los estándares internacionales 

pues no permite evaluar a cada candidato de acuerdo con su mérito, a través de un proceso 
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participativo y transparente. Esto no permite un examen puntual de las y los candidatos y 

representa una renuncia a las obligaciones establecidas para las y los comisionados, sobre los 

requisitos que deben revisar y evaluar para la elección de las altas cortes.  

 

El PEI-GT enfatiza la necesidad de que los criterios de evaluación sean claros y públicos. Esto 

incluye detallar los métodos de evaluación y los criterios para posibles exclusiones, asegurando 

así un proceso transparente y justo. 

 

11. Ausencia del desarrollo de entrevistas 

Las entrevistas son una herramienta crucial para evaluar la capacidad y especialidad de los 

candidatos, permite despejar las dudas que se tengan sobre cualquiera de los ámbitos de su 

vida académica, profesional y de experiencia; ayuda a explorar su visión acerca de la 

administración de justicia, el rol de los magistrados en una sociedad democrática, los vínculos 

con los demás poderes o con personas que puedan influir en las decisiones, aumenta la 

transparencia y confianza en el proceso y ayuda a detectar conflictos de interés. Al contrario, 

la ausencia de entrevistas limita la seriedad del proceso, al no permitirse conocer los méritos 

de los candidatos y candidatas de manera directa. Se lamenta este retroceso ya que en otros 

procesos de selección si ha habido entrevistas para candidatos. Si bien lo masivo del proceso 

de elección de magistraturas de sala, hace prácticamente inviable las entrevistas, sería 

necesario establecer una metodología para realizar este ejercicio haciendo el mejor uso 

posible de los tiempos y la tecnología. En el caso de aspirantes a CSJ, es ineludible el 

cumplimiento de este requisito dada la responsabilidad que las personas electas asumirán 

frente a la ciudadanía. 

 

Es indispensable también que, en todos los procesos de elección de altas autoridades en el 

país, se incluya de manera obligatoria el test psicométrico, cuyos resultados deberán ser 

confidenciales, pero constituir una fuente de información relevante para las personas que 

integran las comisiones de postulación. Constituyó un retroceso el hecho de que en esta 

elección se haya eliminado esta práctica. 

 

12. Participación de la ciudadanía 

Es imposible pensar que un proceso de selección puede llevarse a cabo sin una real y efectiva 

participación ciudadana. Los órganos de elección necesitan de la sociedad, no sólo para nutrir 

los procesos con la información disponible, sino para generar mayor confianza con el Poder 

Judicial. Ni en las comisiones de postulación ni en el Congreso se respetó el principio de 

participación ciudadana. No se tomaron en cuenta las objeciones presentadas por la 

ciudadanía a pesar de ser un instrumento muy valioso para enriquecer el examen de las y los 

candidatos. 

 

Se enfatiza la importancia de permitir una auditoría ciudadana y una participación plena 

durante todo el proceso, desde la integración de las comisiones de postulación hasta la 
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elección final en el Congreso, presentando objeciones o impugnaciones cuando sea necesario, 

lo que ayuda a asegurar un escrutinio público efectivo. Esto incluye hacer públicas las 

discusiones y decisiones sobre las candidaturas. Las objeciones razonadas y evidenciadas 

deben ser consideradas seriamente en el proceso de selección. 

 

Es fundamental que la participación ciudadana quede debidamente regulada a fin de que este 

estándar sea respetado en futuros procesos de selección. También es importante que se 

acepten y analicen todas las objeciones presentadas por la sociedad civil y que de acuerdo con 

criterios previamente establecidos, estas objeciones ayuden en la evaluación y valoración de 

las y los candidatos. En otras palabras, como se dirá adelante, la participación ciudadana no se 

agota al abrir las puertas y permitir el ingreso para presenciar una sesión. 

 

13. El rol del Congreso 

El panel considera que el Congreso renunció a la facultad conferida por el pueblo de Guatemala 

de actuar con debida diligencia reforzada para asegurar que mediante esta elección se 

aseguraría la independencia judicial durante los próximos años.   Así, entre otras, no constató 

ni fundamentó el requisito de reconocida honorabilidad (art. 207 de la Constitución), la 

preeminencia de los tratados internacionales de derechos humanos sobre las leyes internas 

(art. 46 de la Constitución), atribución del Congreso de elegir funcionarios de conformidad con 

la Constitución y la ley (art. 165 letra f de la Constitución). 

 

Este panel le hizo llegar al Congreso un documento titulado “Guía para la elección de Altas 

Cortes”8 que otorgaba herramientas a los congresistas para que, a la luz de las normas 

constitucionales y legales, el Congreso pudiese llevar adelante un proceso de conformidad con 

los estándares internacionales.  

 

Si bien se anunció que el Congreso de la República sería un órgano de “puertas abiertas”, en 

la práctica ello no ocurrió. Los principios de transparencia y participación no se limitan a 

autorizar la presencia de personas u organizaciones en el recinto parlamentario. Ellos exigen 

que existan instancias reales de escucha, que los congresistas valoren públicamente los 

méritos de las y los candidatos y razonen su voto. Nada de esto ocurrió. Se requería explicar a 

la sociedad las cualidades de los candidatos, escuchar las opiniones de las personas naturales 

o jurídicas, atender las sugerencias a favor o en contra de los integrantes de las nóminas, y en 

su caso, dar respuestas razonadas a las pretensiones de la sociedad, como las expuestas por 

las autoridades indígenas, quienes fueron perseverantes observadores de todo el proceso. 

En cuanto las nóminas llegaron al Congreso, el presidente de ese organismo validó las visitas 

de los candidatos elegibles a las oficinas del Congreso y abrió las puertas a los cabildeos.9 Sin 

 
8

 https://panelaltascortesgt.org/wp-content/uploads/2024/09/Guia-de-estandares-internacionales-PEI_Congreso_septiembre24.pdf 

9
https://www.facebook.com/congreso.republica.guatemala/videos/declaraciones-del-presidente-nery-ramos-y-junta-directiva-del-congreso-

relevodec/1034383565132911/ 

https://panelaltascortesgt.org/wp-content/uploads/2024/09/Guia-de-estandares-internacionales-PEI_Congreso_septiembre24.pdf
https://www.facebook.com/congreso.republica.guatemala/videos/declaraciones-del-presidente-nery-ramos-y-junta-directiva-del-congreso-relevodec/1034383565132911/
https://www.facebook.com/congreso.republica.guatemala/videos/declaraciones-del-presidente-nery-ramos-y-junta-directiva-del-congreso-relevodec/1034383565132911/
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embargo, las reuniones fueron a puertas cerradas y se desconocen los parámetros de la 

elección. 

 

La votación en el Congreso giró en torno a los consensos y acuerdos entre los bloques 

legislativos y sin ningún lineamiento más que las reglas de las sesiones ordinarias: contar con 

el cuórum para abrir la plenaria y reunir los 81 votos para la elección de cada magistrado para 

la CSJ y para la Corte de Apelaciones. En los días previos a la elección circularon varios listados 

que los diputados reconocieron como las bases de las negociaciones y más de un diputado y 

otros actores políticos calificaron la elección como “balanceada” pues había sido fruto del 

consenso entre los distintos bloques legislativos, es decir las magistraturas se habrían 

repartido por cuotas partidarias. 

 

La votación fue un mero trámite porque las deliberaciones ocurrieron fuera del escrutinio 

público. Las jornadas de votaciones del 3 y 8 de octubre se desarrollaron entre aplausos y 

festejos de los diputados, que se congratularon porque cada grupo promovió y logró la 

elección de las candidaturas de su interés. Algunos señalaron como otro logro de esta elección 

que no habría control absoluto de un solo grupo.10  

 

Los 13 magistrados titulares de la CSJ fueron electos con más de cien votos, la mitad con más 

de 150, lo que evidencia los acuerdos entre la mayoría, cuando no los 17 bloques del Congreso 

y los diputados y diputadas electas por el Movimiento Semilla. Es cierto que los números 

demuestran que el partido oficial, con 23 representaciones en el Congreso, no tenía mayor 

margen de inclinar la balanza, pero tampoco se conocieron objeciones, contrapropuestas ni 

planteamientos diferentes.  

 

Desde el panel nos llama profundamente la atención la falta de regulación del proceso de 

selección de las altas cortes en el Congreso. Ni la Constitución, las leyes ni el reglamento 

interno del Organismo Legislativo, estipulan el modo de proceder, a pesar de recibir de las 

comisiones de postulación nóminas que contienen el doble de candidaturas para seleccionar 

los mejores. No es posible identificar la honorabilidad, idoneidad, integridad o capacidad de 

cada una de las personas que componen el universo de postulantes depurados por las 

comisiones, si no se cuentan con reglas claras para hacerlo y si se excluye además la 

participación de la sociedad civil. No se define si habrá una comisión especial o extraordinaria 

dentro del Congreso, si serán estudiadas las postulaciones por algunas de las comisiones 

existentes, o será la Junta Directiva o los jefes de los diferentes bloques, o si ingresarán al pleno 

directamente a las votaciones públicas. La falta de reglamentación favorece la discrecionalidad 

respecto de un proceso que demanda objetividad, claridad y transparencia.  

 

 
 

10
https://x.com/jeanellydvg/status/1841950088496873970: 

https://x.com/jeanellydvg/status/1841950088496873970
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No parece razonable ni deseable que mientras las más altas autoridades judiciales sean 

seleccionadas por un proceso que no contempla entrevistas públicas y evaluaciones 

psicométricas, la ley sí lo exija para los jueces de primera instancia y de Paz. Tal como se 

sostuvo de manera insistente por este panel, el Congreso tiene la obligación de cumplir con la 

Constitución, las leyes internas, los tratados internacionales y los estándares o criterios 

establecidos por los organismos internacionales para los procesos de selección de altos 

funcionarios. Incluso, como aporte adicional se hizo llegar al Congreso una guía práctica para 

la elección. 

 

 

V. La necesidad de una reforma integral 

Las elecciones recientes hacen patente la necesidad de reformas para mejorar el sistema 

actual, incluyendo la Constitución, una revisión a la Ley de Comisiones de Postulación y la Ley 

de la Carrera Judicial. 

 

La regulación constitucional limita severamente la independencia judicial al sujetar las 

magistraturas de salas de la Corte de Apelaciones y de CSJ a un breve período de cinco años, 

transcurrido el cual, los aspirantes están obligados a competir nuevamente tanto por un 

punteo ante las comisiones de postulación, como por un voto ante el Congreso de la República. 

La sociedad guatemalteca en términos generales, admite que este modelo ha dejado de ser 

funcional para garantizar la independencia judicial y que requiere reformas que deben incluir, 

además del aumento en el periodo de ejercicio de las magistraturas, un mecanismo de ascenso 

basado en la carrera judicial para magistraturas de sala; una nueva fórmula de elección para la 

CSJ; la separación de las funciones administrativas y jurisdiccionales que hoy se concentran en 

la CSJ; la ampliación del periodo de elección de la presidencia de la CSJ y una nueva forma de 

designación de esta presidencia. El abordaje profundo de estos aspectos conduce 

necesariamente a una reforma constitucional. 

 

Cada país tiene su particular modelo de elección de magistrados para las cortes supremas, 

pero en todos participan los órganos políticos (ejecutivo o legislativo). Los modelos de elección 

son variados y dependen de múltiples factores para que puedan alcanzar el resultado deseado 

hacia el fortalecimiento de la independencia judicial.  

 

A la fecha, no existe ningún instrumento internacional que establezca un modelo común para 

proceder a tales elecciones. Sin embargo, el reciente informe de la Relatora Especial sobre la 

Independencia de Magistrados y Abogados, Sra. Margaret Satterthwaite, analiza varios de los 

modelos y subraya que: 

 

19. …El nombramiento por un consejo judicial, o un órgano equivalente independiente de 

los poderes legislativo y ejecutivo, suele considerarse el mejor modo de garantizar la 
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independencia judicial y de aislar a los magistrados de la influencia indebida de los 

sectores políticos de la administración pública y de actores privados. 

 

70. Para evitar la influencia económica indebida en los procesos de nombramiento a la 

magistratura y proteger a los magistrados en ejercicio, los Estados deberían colaborar 

con los consejos judiciales y las asociaciones de la magistratura a los fines siguientes: 

 

a) Establecer criterios objetivos, transparentes y basados en méritos para la 

selección de magistrados. Considerar la posibilidad de implantar exámenes de 

selección. Dar a conocer los criterios e indicadores de evaluación para facilitar que 

la sociedad civil haga el seguimiento de los procesos; 

 

b) Establecer consejos judiciales independientes u otros organismos que se 

encarguen de seleccionar a los magistrados; 

 

c) Cuando ya existan órganos de selección independientes: 

i) Revisar los procesos de selección de los miembros no expertos y la 

proporción entre ellos y los miembros procedentes de la magistratura; 

ii) Establecer criterios claros para la selección de los miembros legos que 

aseguren la elección de miembros con integridad e independencia 

demostradas y los conocimientos y la comprensión de la carrera judicial 

adecuados; 

iii) Establecer normas sobre el cabildeo de las comisiones de selección de 

magistrados que incluyan prohibiciones y obligaciones de divulgar 

información; 

 

d) Establecer normas claras sobre los tipos de regalos, servicios o beneficios 

económicos en función de si: 

i) Están prohibidos; 

ii) Se deben divulgar; 

iii) Implican la recusación o la descalificación del magistrado; 

iv) Como parte de este ejercicio, los Estados deberían considerar la 

probabilidad de que las fuentes de financiación sean lo bastante 

transparentes como para que tengan lugar las recusaciones necesarias; 

 

e) Suprimir las tasas o depósitos onerosos exigidos a las partes para solicitar la 

recusación o descalificación de un magistrado; 

 

f) Exigir que los grupos de presión figuren en un registro obligatorio y divulguen 

sus actividades. Formular una definición amplia y sólida de grupo de presión que 

abarque los grupos de presión judicial; 
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g) Hacer pública la declaración de intereses financieros de los magistrados; 

 

h) Velar por que los magistrados disfruten de salarios y prestaciones competitivos 

para reducir la tentación de la corrupción; 

 

i) Estipular por ley los tipos de trabajo remunerados compatibles e incompatibles 

con la magistratura; 

 

j) Analizar si la normativa debe regular el empleo tras la salida de la carrera judicial. 

 

71. Para preservar la integridad de los sistemas de justicia frente a los intentos de ejercer 

influencia económica indebida, las asociaciones profesionales de la magistratura deberían 

considerar la posibilidad de crear órganos deontológicos independientes que asesoren a 

los magistrados respecto de: 

a) Si las actividades privadas son compatibles con sus responsabilidades y deberes 

judiciales; 

b) Si determinados regalos deben declinarse o divulgarse; 

c) Si determinadas actividades o conferencias de capacitación judicial conllevan 

riesgos inaceptables de que quienes las patrocinan ejerzan influencia indebida.11 

 

Por lo tanto, desde el marco internacional de los derechos humanos, se cuenta con un conjunto 

de principios o criterios para garantizar elecciones adecuadas y democráticas.  

 

En Guatemala el Congreso elige cada 5 años a todos los miembros de la Corte Suprema de 

Justicia y de la Corte de Apelaciones y otros tribunales de igual categoría12.  Las elecciones de 

primer grado o elecciones populares -presidente de la República, Congreso y autoridades 

municipales- se llevan a cabo cada cuatro años, de modo que a cada legislatura le corresponde 

integrar por una vez las más altas autoridades del Organismo Judicial. Eso debiera equilibrar 

las fuerzas y garantizar la independencia judicial pero no ha sucedido así.  

 

Con excepción del Presidente de la República, los jueces de las mencionadas categorías y los 

diputados pueden reelegirse indefinidamente. Esta sincronía temporal permite entender que 

los ciudadanos en la medida que actualizan su voluntad mediante el sufragio activo, 

encomiendan a sus representantes para que realicen entre otros actos, las elecciones del 

Organismo Judicial. De modo que el Congreso para llevar adelante estas elecciones debe tomar 

 
11

 A/79/362 Informe de la Relatora Especial sobre la independencia de los magistrados y abogados, Margaret Satterthwaite. La justicia no se 

vende: la influencia indebida de los actores económicos en el Poder Judicial. Vid en: https://www.ohchr.org/es/documents/thematic-

reports/a79362-report-special-rapporteur-independence-judges-and-lawyers. El resaltado es propio. 

12
 Para este período 2024-2029 se eligieron 273 funcionarios judiciales, de entre más de 1,500 aspirantes (308 para la Corte Suprema de 

Justicia y 1,241 para la Corte de Apelaciones).  

https://www.ohchr.org/es/documents/thematic-reports/a79362-report-special-rapporteur-independence-judges-and-lawyers
https://www.ohchr.org/es/documents/thematic-reports/a79362-report-special-rapporteur-independence-judges-and-lawyers
https://www.ohchr.org/es/documents/thematic-reports/a79362-report-special-rapporteur-independence-judges-and-lawyers
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en consideración, no sólo la normativa interna e internacional, sino también esa voluntad 

popular expresada en las urnas y atender el mandato de sus representados. 

 

1. Comisiones de postulación: se requiere repensar el modelo 

En 2009 como producto de una reforma constitucional, el Congreso aprobó la Ley de 

Comisiones de Postulación13 y en ella se regulan las atribuciones y competencias de las 

comisiones de postulación, encargadas de convocar a las personas interesadas en participar 

en un proceso de elección de segundo grado. El proceso de elección del Organismo Judicial se 

compone de dos grandes etapas: la primera, a cargo de las comisiones de postulación y la 

segunda, a cargo del Congreso. En las comisiones se busca depurar la lista general tomando en 

consideración los requisitos constitucionales y legales, y también analizar las capacidades 

técnicas de los postulantes; mientras que en el Congreso, a partir de dicha depuración, se 

seleccionan a quienes resulten de una sana, pública y transparente negociación política. 

 

Si uno lee lo establecido en la ley, pareciera que las comisiones de postulación son un buen 

modelo, de hecho, así se manifestó el panel en sus primeros comunicados, señalando que el 

problema no necesariamente está en la forma en que se integra el cuerpo de selección de 

candidatos. En las comisiones de postulación se cuenta con la participación de los gremios de 

abogados, magistrados y universidades lo cual implica una importante participación de la 

sociedad. El problema es que el modelo se ha pervertido, y como lo señalamos con 

anterioridad, los grupos político-económicos vinculados a la corrupción y prácticas 

antidemocráticas lo han cooptado, de tal forma que quienes sean electos respondan a sus 

intereses particulares, y no a los valores democráticos.  

 

Sin ánimo de hacer un análisis exhaustivo, de los elementos observados por el panel, la 

desnaturalización del modelo obedece, entre otros, a los siguientes factores: (i) que la 

Constitución establece como referente para su integración el número de facultades de derecho 

que existan, pero las mismas han aumentado de manera desproporcionada y discrecional (de 

4 a 12), por lo que la cantidad de comisionados se ha vuelto irracional.  No hay un criterio para 

calificar la idoneidad, calidad académica, experiencia y reconocimiento de dichas 

universidades, de tal manera que cualquier persona puede crear una universidad para ganarse 

un lugar en las comisiones de postulación, y es lo que observamos que ha  ocurrido en los 

últimos años, como una manera precisamente de desnaturalizar el objetivo inicial de incluir a 

las facultades de derecho; (ii) como lo señalamos en el apartado II en la sección sobre “La 

elección de comisionadas y comisionados que integran comisiones de postulación” las reglas 

 
13

 Según los considerandos o exposición de motivos de la ley, la misma tiene entre sus objetivos: limitar la discrecionalidad en las elecciones, 

fortalecer el Estado de Derecho y la democracia participativa y representativa, designar autoridades idóneas, realizar procesos públicos, 

objetivos, con eficiencia, eficacia, con representatividad, garantizar tutela de los derechos fundamentales, proponer candidatos con las mejores 

calificaciones académicas, profesionales, éticas y humanas. 
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para integrar personas idóneas honorables y acordes al mérito, se rompen desde la elección 

del órgano encargado de elegir. 

 

Comisionados y comisionadas  han estado implicados en actividades delictivas mediante las 

conocidas “comisiones paralelas” (2014-2019), forman parte del conocido “pacto de 

corruptos”, y presentan conflicto de intereses; (iii) el trabajo de los comisionados en 2024 

igualmente estuvo plagado de muchas críticas debido a pactos irregulares, acuerdos no 

transparentes y resultados cuestionables, que se alejan del propósito de creación de la ley 

respectiva y por último el congreso no asume su función como es debido y se convierte en una 

instancia de mera negociación política y de intereses grupales o individuales. 

 

A pesar de la historia negativa de las comisiones de postulación, de persecuciones penales 

contra ciertos comisionados y hasta privaciones de libertad por negociaciones ilegales, no 

parecen detenerse las componendas entre personas o grupos con fuertes influencias en la 

integración de los altos cargos dentro del Organismo Judicial. Los grupos antidemocráticos 

tratan siempre de cooptar los órganos de selección, independientemente de que se modifique 

el modelo. Como lo señala la Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre la Independencia 

de Magistrados y Abogados, “[d]eterminados actores económicos llevan demasiado tiempo 

“capturando” los sistemas de justicia sin ser detectados por quienes se encargan de proteger 

esos sistemas de influencias indebidas”.14 

 

El panel, consciente de que no existen modelos perfectos para esta clase de elecciones, no 

propone su derogatoria, esto es algo que la propia sociedad guatemalteca deberá resolver con 

un análisis profundo y con miras a una reforma integral. Pero desde ya, notamos desde el panel 

que se pueden dar algunas recomendaciones destinadas a su mejoramiento tanto en 

regulaciones normativas como reducciones cuantitativas de sus integrantes. 

 

a) Deben existir reglas previamente establecidas para la elección de integrantes de 

las comisiones de postulación 

Se debe establecer el perfil deseado para las y los comisionados, a partir de las experiencias 

que ha habido para valorar el perfil de candidatos a las altas cortes, donde la honorabilidad, la 

lucha por los derechos humanos y la conducción conforme a los valores democráticos tienen 

que ser los principales criterios en la elección. Quienes integren las comisiones no deben tener 

acusaciones sustentables de comisión de delitos, quejas de violaciones a derechos humanos, 

entre otros-, y deben tener una trayectoria donde se compruebe aportes sustantivos que la 

persona haya hecho en favor de su comunidad, que presente cartas de apoyo de 

organizaciones, comunidades, instituciones educativas reconocidas, que validen la 

candidatura.  

 
14

  A/79/362 Informe de la Relatora Especial sobre la independencia de los magistrados y abogados, Margaret Satterthwaite. La justicia no se 

vende: la influencia indebida de los actores económicos en el Poder Judicial. Op. cit. par. 7. 

https://www.ohchr.org/es/documents/thematic-reports/a79362-report-special-rapporteur-independence-judges-and-lawyers
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La elección por gremios, sin ningún criterio previo de honorabilidad e integridad de quienes 

eligen, seguirá trayendo los resultados que hemos visto hasta ahora y se prestará a una 

componenda de grupos que lo que buscan es el poder para su propio beneficio. Es 

indispensable la regulación de los procesos electorales ante el Colegio de Abogados y Notarios 

de Guatemala (CANG), en el que se constatan prácticas clientelares y en los que no existen 

controles apropiados sobre el financiamiento destinado a las campañas ni obligaciones en 

materia de transparencia y rendición de cuentas de los representantes electos. 

 

b) Se debe reconsiderar si la composición actual de las comisiones de postulación es 

la adecuada 

Se debe valorar la pertinencia de que otras personas, incluyendo aquellas que no son 

abogadas, puedan participar en las comisiones de postulación, como autoridades de pueblos 

indígenas, integrantes de la sociedad civil que históricamente se hayan dedicado a observar y 

participar en los procesos de elección, cuya postura demostrada a partir de publicaciones o 

manifestaciones públicas, sea una basada en valores democráticos y otras personas que se 

distingan por su honorabilidad y lucha por la democracia y los derechos humanos en 

Guatemala. 

En virtud de que se propone sustraer del Congreso la elección de las Cortes de Apelaciones, 

como se verá más adelante, se vuelve innecesario un número de 37 comisionados para realizar 

la primera fase de seleccionar únicamente a los magistrados para la Corte Suprema de Justicia. 

Si bien deben mantenerse representantes de los mismos sectores, conviene reflexionar sobre 

la incorporación de otros, tales como de las organizaciones civiles y de autoridades indígenas.  

  

2. El Congreso no debe elegir a los magistrados para la Corte de Apelaciones 

La gran mayoría de asuntos jurisdiccionales se deciden en la primera y segunda instancia, que 

están integradas por el elemento humano esencialmente técnico, que pertenece a la carrera 

judicial y por tanto, titulares de derechos y deberes, como las promociones, ascensos, 

traslados y sujetos a un particular régimen disciplinario. Estos últimos elementos no operan 

para los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, cuya legitimidad deriva directamente de 

los postulados de la democracia representativa (soberanía popular) ejercida por el Congreso 

de la República. Aunque también tienen un conjunto de derechos y deberes, los períodos de 

funciones están vinculados directamente al ejercicio de la soberanía popular mediante el 

sufragio activo. 

 

El panel se une a las voces que cuestionan lo inapropiado que resulta someter al estrés 

institucional la elección de más de 200 magistrados y magistradas para las Cortes de 

Apelaciones15 Pero la razón fundamental es que dicha categoría de magistrados no debe estar 

 
15

 En El Salvador los magistrados de la Corte Suprema de Justicia tienen un período de funciones de 9 años; en Costa Rica 8 años; en 

Honduras 7 años y en Guatemala 4 años, en todos pueden reelegirse. 
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expuesta a consideraciones o conexiones políticas para su ingreso o permanencia en la 

carrera judicial, lo cual compromete su independencia, daña la confianza en el sistema judicial 

y las decisiones se tornan sospechosas de parcialidad. 

 

En la región centroamericana, Guatemala es el único país donde los magistrados de segunda 

instancia o de apelaciones son electos por el Congreso. En el resto, son magistrados que 

pertenecen a la carrera judicial y gozan de estabilidad en sus cargos, o sus mandatos son 

renovados por la misma CSJ o por otros organismos relacionados con los poderes judiciales. 

 

La independencia de los jueces y magistrados en muchos aspectos está condicionada al 

proceso de elección. Así, mientras los magistrados de apelaciones permanecen en sus cargos 

por tiempos indefinidos, mayor es la posibilidad que los asuntos sean decididos de modo 

independiente, sin intromisiones o influencias indebidas. Al contrario, aquellos jueces y 

magistrados que están constantemente sujetos a renovaciones y a participar en concursos 

cada cierto tiempo, se intensifican las posibilidades de interferencia directa o indirecta de los 

órganos electores. 

 

3. Magistrados de la Corte Suprema de Justicia: ampliar períodos de funciones y realizar 

renovaciones parciales y escalonadas  

Una consideración diferente surge cuando se trata de magistrados de la Corte Suprema de 

Justicia, quienes por su naturaleza llegan a los cargos por elecciones de segundo grado, estas 

son las realizadas por los diputados que representan al pueblo. El Congreso no tiene una 

atribución ilimitada en estos procesos ni tampoco están desprovistos de parámetros o criterios 

que les orienten hacia una adecuada elección. 

 

Por otro lado, la renovación total de los integrantes de la Corte Suprema de Justicia en un 

tiempo relativamente corto (seis meses) para completar las dos etapas mencionadas conlleva 

riesgos de acefalía, es decir, que la elección no se realice dentro de los plazos respectivos, o 

que se vuelva necesario acudir a las muy discutibles prolongaciones de períodos no autorizados 

expresa ni tácitamente por la Constitución. Con esto último, además, se desatiende la última 

voluntad del cuerpo electoral expresada en las urnas. 

 

No es conveniente, porque afecta la independencia, que los integrantes de la Corte Suprema 

de Justicia tengan períodos cortos o que coincidan con los períodos de los órganos políticos, 

por lo que se recomienda ampliar el tiempo de las altas magistraturas16 al menos que 

comprendan dos períodos legislativos. Por otra parte, tampoco es apropiado que la CSJ se 

 
 
16

 El artículo 20 de la Ley de la Carrera Judicial que desarrolla el proceso de elección establece que la Escuela de Estudios Judiciales 

“practicará las pruebas objetivas, psicométricas y jurídicas”. Posteriormente, “el Consejo de la Carrera Judicial realizará entrevistas personales 

basadas en criterios técnicos, objetivos y transparentes…” 
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renueve en su totalidad cada vez que deba elegirse. Las razones por las que es recomendable 

efectuar renovaciones parciales principalmente obedecen a que la acumulación de experiencia 

es aprovechada por las nuevas generaciones, se evitan cambios drásticos en la interpretación 

de las normas y se adopta gradualmente nuevas visiones asegurando la estabilidad de criterios. 

Al contrario, las renovaciones totales amenazan con acefalías cuando no se producen las 

elecciones en los tiempos previstos, pérdida de jueces más experimentados y todos suelen 

tener período de adaptación que conlleva retrasos en la administración de justicia. 

 

En este sentido se propone llevar a cabo una elección escalonada de cada uno de los 

integrantes de la CSJ, siguiendo algunos de los criterios que se han puesto en práctica en la 

región. 

 

4. Elección de la presidencia del Organismo Judicial  

En la región centroamericana varía el órgano que elige a las personas que presiden el Poder 

Judicial. En algunos países los elige directamente el Congreso (El Salvador), mientras que en 

otros se elige internamente dentro de la misma corte suprema (Honduras, Costa Rica, 

Guatemala). La mayor carga laboral de un presidente de altas cortes en nuestra región es el 

aspecto administrativo: es el representante del Organismo Judicial y por tanto, el vigilante 

permanente de los actos y contratos que se realizan (de seguridad, alquileres de edificios y 

casas para dependencias judiciales, prestaciones para el personal, vehículos, prestadores de 

servicios, etc.), además de atender aspectos de coordinación o colaboración con los titulares 

de los otros poderes públicos y en algunos países vigilan el turno de los asuntos y aspectos 

relacionados con la distribución de cargas. Los cambios constantes en el ejercicio de la 

presidencia bloquean la implementación de una correcta gestión en muchos campos. En tal 

sentido es recomendable que el presidente de la Corte Suprema de Justicia disponga al menos 

de 4 años en el cargo. 

 

5. Los jueces, magistrados y abogados en ejercicio liberal pueden aspirar a la Corte Suprema de 

Justicia  

Un aspecto urgente por despejar desde las disposiciones constitucionales son los requisitos 

para ser magistrado de la Corte Suprema de Justicia, en especial, cuando los candidatos 

pertenecen a la carrera judicial. Actualmente existen dos criterios divergentes. Por un lado, 

que el texto constitucional establece, entre otros requisitos, haber desempeñado una 

magistratura de apelaciones o tener más de 10 años de ejercicio profesional de la abogacía. 

Con esta interpretación literal y restrictiva se excluyen a los jueces de primera instancia, puesto 

que se hace la distinción entre jueces y magistrados; así, aunque los jueces tengan 30 años 

dentro de la judicatura y su ejercicio haya sido aceptable tienen el impedimento derivado de 

esta interpretación literal; además, bajo esa misma idea estiman que su función judicial no 

equivale al “ejercicio profesional de la abogacía”. Con esta visión se cierran las posibilidades a 

los jueces de primera instancia, porque no son magistrados de apelaciones ni son abogados en 

ejercicio profesional. 
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La interpretación extensiva es que la Constitución crea la carrera judicial y ordena que su 

regulación la desarrolle el legislador. Así, la Ley de la Carrera Judicial (LCJ) establece un 

mecanismo para que los miembros de la carrera judicial participen en las elecciones tanto para 

la Corte Suprema de Justicia como para la Corte de Apelaciones y tribunales de igual categoría. 

 

El artículo 77 inciso 1º de la LCJ establece que la nómina que elabore la comisión de postulación 

para los magistrados de apelaciones se integrará preferentemente con los jueces y magistrados 

que expresen su interés en participar, desde luego cumpliendo los demás requisitos. Por su 

parte, el inciso 2º de la misma disposición legal regula que la nómina para la Corte Suprema se 

integrará equitativamente por jueces (entiéndase de primera instancia), por magistrados de 

apelaciones y por abogados en ejercicio liberal de su profesión. 

 

Por último, con relación a considerar si los jueces son abogados en ejercicio, la respuesta es 

afirmativa. La abogacía es una profesión reglamentada que requiere de autorización de la 

autoridad competente, a partir de la cual quien la ejerce decide su ámbito de interés. Así, 

mientras algunos se dedican a representar a otras personas en procesos administrativos o 

judiciales, otros, se desempeñan como abogados en instituciones públicas o privadas, o bien, 

administran justicia dentro del organismo judicial. Todos estos ejemplos caben dentro del 

ejercicio de la abogacía, aunque actúen en diferentes roles. De lo contrario, se llegaría al 

absurdo, por ejemplo, que un abogado durante 20 años, aunque únicamente haya 

representado a dos personas cumpla el requisito para ser magistrado de la Corte Suprema de 

Justicia, mientras que un juez de primera instancia (o de Paz) que tenga 20 años de ejercicio 

ininterrumpido sea excluido de aquella posibilidad de aspirar a la máxima instancia judicial. 

 

6. Los integrantes de las comisiones de postulación no pueden ser candidatos 

En la misma línea de la necesidad de reformas -constitucionales o legales- debe tratarse el 

conflicto de interés, el cual se produce cuando una persona se postula para un cargo que será 

decidido por la misma comisión de la que forma parte, o por otra sobre la que podría ejercer, 

aunque sea un mínimo nivel de influencia. Según la Constitución Política de la República de 

Guatemala (artículo 208) los magistrados pueden ser reelectos, esto significa que les asiste el 

derecho a postularse en subsiguientes períodos; por otra parte, establece (artículos 215 inciso 

1º y 217 inciso 2º) que las comisiones de postulación estarán integradas, entre otros sectores: 

a) por representantes electos por magistrados titulares de la Corte de Apelaciones y b) 

representantes electos por magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 

 

La misma Constitución reconoce a los funcionarios el derecho a ser reelectos, pero a su vez, 

les impone el deber de formar parte de las comisiones de postulación. Aunque podría 

entenderse que derivado del mismo ordenamiento jurídico surgen para los magistrados un 

derecho y un deber, es obligación acudir a normas éticas para resolver la aparente 

contradicción y observar un comportamiento que no ponga en duda la confianza del proceso. 



 

 

 

32 

 

El punto de partida es que quien pretenda inscribirse para participar como candidato a ser 

reelecto deberá abstenerse de formar parte de las comisiones de postulación. Esta regla opera 

para los representantes de los diferentes sectores: decanos, abogados o magistrados. 

 

No se puede aducir que la ausencia de normas jurídicas impide comportarse adecuadamente 

frente a esa aparente contradicción, pues en todo caso, corresponde adaptar la conducta 

acudiendo a soluciones éticas. La Ley de Comisiones de Postulación establece cuatro principios 

que orientan el trabajo de los comisionados: a) transparencia, esto significa para el caso del 

conflicto de interés, que los comisionados antes de asumir su calidad de tales deben previa y 

oportunamente anunciar y declarar su interés en que formarán parte de los candidatos y por 

tanto abstenerse de integrar las comisiones; b) excelencia profesional, lo que implica que los 

comisionados deben actuar basados en criterios de especialidad, capacidad, idoneidad, 

honradez y honorabilidad. Nunca basado en favorecer a otro a cambio de recibir un voto en su 

auto postulación; c) objetividad, es decir, que las actuaciones de los comisionados estarán 

orientadas a datos objetivos e imparciales; no en un aspecto subjetivo como el que surge de 

un ofrecimiento de intercambio de votos; d) publicidad, está relacionado con el principio de 

transparencia, de modo que todas las cualidades de los candidatos, explicaciones de las 

razones por las que se vota a favor o en contra y los incidentes deben hacerse del conocimiento 

público, pues ello contribuye a una adecuada participación ciudadana, genera confianza 

pública y asegura mejores y equitativos procesos de selección.     

 

En las recientes elecciones para las magistraturas, al menos 31 integrantes de las dos 

comisiones de postulación (para seleccionar magistrados a la Corte Suprema y a la Corte de 

Apelaciones) se auto postularon a los cargos cuyas nóminas construirían. Por un lado, doce 

magistrados de la CSJ en busca de reelección se registraron ante la comisión respectiva; por 

otra parte, 19 integrantes de la otra comisión se postularon ante la que fue decidida por 

aquellos que buscaban la reelección. Esto permite sospechar para un observador razonable 

que pudieron condicionar los apoyos recíprocos. 

 

7. Urge regular el procedimiento de elecciones en el Congreso 

El Congreso tiene un deber de garantía adicional para poder lograr que el país cuente con las 

cortes independientes que le permitan caminar hacia la democracia. El panel elaboró una guía 

que puede servir de base para discutir y reglamentar el procedimiento de elecciones de altas 

cortes.  

Las y los diputados tienen el deber de velar por los derechos de quien los ha elegido. Faltar a 

su compromiso es violar la Constitución. Es importante que se siga reflexionando sobre el papel 

de los órganos legislativos en otros procesos, ya que, en la mayoría de los países, lo que 

defienden son sus intereses partidistas, personales o del grupo que representan, pero no los 

derechos de las y los ciudadanos. 
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8. El rol de las universidades y facultades de derecho 

Las universidades legalmente establecidas en el país participan en el proceso mediante la 

designación de rectores y decanos que forman parte de las comisiones de postulación. Estas 

comisiones son responsables de evaluar y nominar candidatos para la Corte Suprema de 

Justicia y la Corte de Apelaciones. 

Los decanos de las facultades de derecho tienen una influencia significativa en la elección de 

magistrados, ya que forman parte integral de las comisiones que postulan candidatos. Esto les 

otorga una cuota considerable de poder, lo que ha sido objeto de críticas debido a posibles 

conflictos de interés y alianzas políticas dentro del ámbito académico. 

 

Algunas universidades que participan en el proceso no cuentan con una representación 

académica sólida, lo que ha generado cuestionamientos sobre su capacidad para contribuir 

efectivamente al proceso. Esto incluye instituciones que no tienen una presencia académica 

significativa o que solo ofrecen programas de posgrado sin estudiantes de pregrado. 

 

Mientras que las universidades pueden aportar valor al proceso mediante su experiencia 

académica y profesional, también enfrentan desafíos significativos relacionados con la 

transparencia y la independencia debido a posibles conflictos de interés y presiones externas. 

Estos factores pueden afectar la calidad del proceso de selección si no se manejan 

adecuadamente. 

 

En Guatemala las universidades cumplen un rol constitucional importante y como tal deben 

establecerse reglas, principios y valores que las mismas deben atender para poder formar 

parte del sistema de elección de altos cargos en el país.  Esto está relacionado también con la 

necesidad de reforzar la legislación que permite la creación de nuevas universidades y que 

debería establecer un mayor nivel de control sobre las universidades privadas.  En este sentido, 

es fundamental actualizar la Ley del Consejo de la Enseñanza Privada Superior, que es la norma 

que establece los requisitos para la creación de nuevas universidades privadas y los controles 

sobre las mismas. 

 

 

VI. Recomendaciones finales  

El país ya ha tenido procesos de debate para reflexionar sobre una reforma profunda al sistema de 

justicia. El panel estima que es fundamental retomar los diagnósticos previos existentes e iniciar un 

proceso integral y ampliamente participativo para que Guatemala piense cuál es el sistema de justicia 

que necesita para consolidar la democracia. 

 

El panel formula una serie de recomendaciones basadas en el proceso de elección de las altas cortes 

que tuvimos la oportunidad de observar y acompañar, con el objetivo de contribuir al fortalecimiento 

de una independencia judicial genuina. La independencia judicial es un pilar fundamental del Estado 
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de derecho, ya que garantiza un sistema de pesos y contrapesos que protege los derechos de todas las 

personas, sin distinción alguna. Solo a través de un Poder Judicial independiente es posible asegurar el 

acceso equitativo a la justicia, permitiendo que todos, especialmente aquellos grupos y personas 

históricamente vulnerados en sus derechos, puedan encontrar verdad y justicia en su propio país. 

 

1. No se puede pensar en una reforma del sistema de justicia, sin pensar en una reforma 

profunda al Ministerio Público. Esta institución ha jugado en los últimos años un papel que ha 

limitado el crecimiento democrático; se ha utilizado y pervertido la institución para fines 

personales o de grupos corruptos que han actuado en contra de los valores democráticos. Se 

debe retomar la recomendación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, sobre 

llevar a cabo un diagnóstico del Ministerio Público y desde la mirada de este panel, debe incluir 

el Poder Judicial. 

 

2. Es fundamental que cualquier reforma al sistema de justicia, recupere e integre la 

experiencia y visión de los pueblos indígenas. Guatemala es un país muy rico por su diversidad 

representada entre otros, por sus pueblos indígenas. A fin de deconstruir colonialismos 

instalados desde hace muchos años, es importante que los pueblos indígenas sean un actor 

crucial en una reforma integral en el sistema de justicia. 

 

3. Cerca del 50% de la población de Guatemala son mujeres. No se puede pensar en una reforma 

al sistema de justicia que no integre a las mujeres. La reforma debe tener una visión de género, 

solo así podrá ser representativa y acorde a los principios democráticos del país. 

 

4. Sustraer del Congreso las elecciones de las Corte de Apelaciones y transferir esa competencia 

al Organismo Judicial y deben ser nombrados por tiempo indefinido que garanticen la 

estabilidad en el cargo. 

 

5. Derogar la disposición constitucional que establece que los jueces de primera instancia y de 

Paz serán “nombrados nuevamente” por la CSJ por un período de cinco años. En su lugar, 

corresponde garantizar su estabilidad por tiempos indefinidos y no deben estar sujetos a 

nombramientos por períodos determinados. 

  

6. Ampliar el período de funciones de los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, en al 

menos 8 años. 

 

7. Renovar escalonadamente a los integrantes de la Corte Suprema de Justicia, de tal manera 

que cada 4 años (un período legislativo) se elija parcialmente a sus miembros y asegure la 

continuidad del servicio de administrar justicia aun cuando se produzcan retardos en los 

nombramientos. 

 

8. Modificar los requisitos para ser magistrado de la Corte Suprema de Justicia, y establecer 

entre otros, haber ejercido una magistratura de apelaciones o una judicatura de primera 
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instancia (ambos por determinados períodos) o haber sido autorizado para ejercer la profesión 

de abogado por lo menos diez años antes de la elección. 

 

9. Repensar el modelo de comisiones de postulación de acuerdo con lo establecido en este 

informe, que incluye entre otros aspectos: 

a) Deben existir reglas y procedimientos previamente establecidos para la elección de 

integrantes de las comisiones de postulación. 

b) Reducir sustancialmente el número de miembros de la comisión de postulación, por 

ejemplo, no más de 2 representantes de cada sector: decanos, colegio de abogados y 

magistrados de apelaciones e incluir representantes de organizaciones civiles y pueblos 

indígenas, entre otros. 

c) Conviene que la integración y todo el procedimiento se delegue su regulación al 

legislador, en la que deberá prohibirse o regular las actividades de campaña de los 

candidatos para formar parte de las comisiones de postulación. Asimismo, que los 

comisionados podrán ser recusados o excusarse de conocer por las mismas causas 

aplicables a los jueces. 

d) Establecer que los miembros de las comisiones de postulación no podrán inscribir su 

candidatura a ninguno de los cargos incluidos en la convocatoria respectiva. 

 

10. Elaborar un reglamento que desarrolle con carácter general cada uno de los pasos que le 

corresponde ejecutar a las comisiones de postulación, con el objeto de evitar que en cada 

elección tengan que aprobar los instrumentos internos: perfiles, tabla de gradación, 

funcionamiento de las comisiones, guía para la elaboración de la hoja de vida de los postulantes, 

formularios de inscripción, impedimentos, etc. 

 

11. Debe quedar debidamente regulado en la Ley de Comisiones de Postulación qué es y que 

se entiende por idoneidad, honorabilidad y mérito. Las personas -naturales o jurídicas- podrán 

oponerse a determinadas postulaciones cuando existan procesos administrativos o judiciales en 

contra de un candidato. También, cuando tenga sanciones internacionales o esté implicado en 

violaciones a derechos humanos ante organismos regionales o internacionales. Es fundamental 

que la selección se base en méritos objetivos, incluyendo la capacidad, idoneidad e integridad 

de los candidatos. 

 

12. Prohibir a los candidatos inscribirse para participar simultáneamente a dos o más cargos 

públicos. 

 

13. Introducir reformas al reglamento interior del Congreso que regule con carácter general el 

procedimiento para elegir los funcionarios que prevé la Constitución, incorporando el deber de 

realizar entrevistas, pruebas psicométricas, observar los estándares internacionales y los 

mismos principios aplicables a las comisiones de postulación: transparencia, objetividad, 

publicidad, excelencia profesional de los candidatos, participación ciudadana y conducta ética. 
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14. Sobre la honorabilidad, se deben establecer en la Ley de Comisiones de Postulación, en el 

reglamento o en los instrumentos pertinentes, tanto para comisiones como para el Congreso, 

principios o criterios claros para evaluarla.  

En la “Guía para la elección de altas cortes dirigida al Congreso de la República de 

Guatemala”17se establecieron algunos puntos que pueden guiar a regular el elemento de 

honorabilidad: 

 

a) Excluir de la elección a las personas que presenten conflictos de interés por haber 

integrado las comisiones de postulación y postularse a cargos en la misma u otra 

comisión.18 

 

b) Excluir las candidaturas de personas que han participado en acciones de 

criminalización y contra el proceso democrático en Guatemala es fundamental.19 Esto 

incluye a aquellos que han intervenido en la judicialización indebida de exjueces y 

exfiscales, defensores de derechos humanos, comunidades indígenas y periodistas. 

Estas acciones representan una violación sistemática de los derechos fundamentales y 

un ataque directo a la integridad del sistema democrático. Es esencial garantizar que 

las personas involucradas en tales prácticas no ocupen posiciones de poder o 

influencia que les permitan continuar socavando el Estado de derecho y los principios 

democráticos en Guatemala. 

 

c) De acuerdo con el principio de independencia judicial,20 se deben rechazar las 

candidaturas de personas que mantengan vínculos evidentes con el Poder Ejecutivo, 

el Ministerio Público, grupos de poder fáctico o redes político-económicas. Esta 

medida es esencial para preservar la imparcialidad y autonomía del sistema judicial, 

evitando cualquier influencia externa que pueda comprometer la integridad y 

objetividad de las decisiones judiciales. 

 
17

 Panel de Personas Expertas Independientes para observar la elección de Altas Cortes en Guatemala Guía para la elección de altas cortes 

dirigida al Congreso de la República de Guatemala, pág. 5-8. 

18
 Esto es parte del principio de independencia judicial.  

19
  La elección debe ser conforme a los principios internacionalmente reconocidos: el mérito, la honorabilidad, la honradez, la experiencia 

probada.  

20
 Vid: Convención Americana sobre Derechos Humanos (art 8 y 10); Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art 1, 8 y 25); CIDH, 

Garantías para la independencia de las y los operadores de justicia: Hacia el fortalecimiento del acceso a la justicia y el estado de derecho en 

las Américas, op. cit., párr. 14; Corte IDH, Caso de la Corte Suprema de Justicia Vs. Ecuador, op. cit., párr. 154; Corte IDH. Caso del Tribunal 

Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71. Párr. 73; Corte IDH. Caso Acosta y 

otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de marzo de 2017. Serie C No. 344. Párr. 171; 

Corte IDH. Caso Villaseñor Velarde y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2019. Serie C No. 

374. Párr. 83; Carta Democrática Interamericana. “Artículo 3 Son elementos esenciales de la democracia representativa, entre otros, el respeto 

a los derechos humanos y las libertades fundamentales; … y la separación e independencia de los poderes públicos; Comunicado Experta de 

la ONU hace un llamado a Guatemala para aprovechar la oportunidad de nombrar tribunales supremos ejemplares. 18 de abril 2024.  
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d) Excluir a las personas que presenten conflictos de interés por estar vinculadas a la 

lista de postulantes, ya sea como cónyuges, convivientes o parientes hasta el cuarto 

grado de consanguinidad o segundo de afinidad con quienes integraron las comisiones 

de postulación o con congresistas. Además, conforme al artículo 98 de la Ley del 

Organismo Legislativo, los diputados que tengan un interés personal en el asunto sobre 

el cual deban votar, o si algún pariente dentro de los grados establecidos por la ley lo 

tuviera, deberán abstenerse. Antes de la votación, deberán explicar al Pleno los 

motivos de su abstención como cuestión previa. 

 

e) Excluir a las personas que hayan obtenido títulos fraudulentos21 o que impliquen el 

plagio de trabajos académicos o de tesis. 

 

f) Como parte del principio de no discriminación,22 deberán llevar a cabo acciones 

afirmativas para valorar la inclusión de mujeres, pueblos indígenas, población 

LGTBIQ+. La paridad de género deberá ser respetada en el proceso para lograr una 

elección de cortes con base en este criterio, donde al menos la mitad de las personas 

elegidas sean mujeres. Sería conveniente dividir al país en regiones a fin de lograr que 

todas estén representadas. 

 

g) Con base en el estándar que garantiza una elección basada en el mérito, la honradez 

y honorabilidad23, la sentencia definitiva24 no puede ser el único elemento para 

evaluar la honradez y honorabilidad. Cualquier antecedente que contribuya a evaluar 

la honorabilidad y honradez de los candidatos debe ser recibido y valorado de manera 

pública y razonada. No se debe otorgar mayor puntuación, por ejemplo, a quienes han 

ejercido la magistratura por más de 12 años. La duración en el cargo, por sí sola y sin 

 
21

 La elección debe ser conforme a los principios internacionalmente reconocidos: el mérito, la honorabilidad, la honradez, la experiencia 

probada. 

22
 Artículo 66 de la Constitución Política de la República de Guatemala; Art. 25 PDCP; la Convención sobre la 

Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (art. 7); Consejo de Derechos Humanos en su 

Resolución 35/12 del 2017, instó a los Estados a promover la diversidad en la integración de los poderes judiciales 

con inclusión de hombres, mujeres y demás grupos desfavorecidos; Corte IDH, Caso Reverón Trujillo Vs. Venezuela, 

op. cit., párr. 72. 
23

 ONU, Informe del Relator Especial sobre la Independencia de los magistrados y abogados, Leandro Despouy. Doc. ONU 

A/HRC/11/41. 24 de marzo de 2009. Párr. 30; Consejo de Derechos Humanos. Informe del Relator Especial sobre la 

Independencia de los magistrados y abogados, Leandro Despouy – Adición: Misión a la Federación de Rusia. Doc. ONU 

A/HRC/11/41/Add.2. 23 de marzo de 2009. Párr. 99; Principios básicos relativos a la independencia de la judicatura. 

Principio 10: Competencia profesional, selección y formación; Comunicado Experta de la ONU hace un llamado a Guatemala 

para aprovechar la oportunidad de nombrar tribunales supremos ejemplares. 18 de abril 2024. 

24
 Relatora Especial sobre la independencia de los magistrados y abogados, Margaret Satterthwaite Comunicado Experta de la ONU hace un 

llamado a Guatemala para aprovechar la oportunidad de nombrar tribunales supremos ejemplares. 18 de abril 2024.  
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otros elementos de evaluación, no garantiza integridad, capacidad ni eficacia. Como 

parte de la evaluación se recomienda que la persona tenga probado conocimiento 

legal sobresaliente, especialmente en materia de Derecho Constitucional, Derechos 

Humanos y Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Otro elemento valioso 

es que la persona acredite experiencia profesional y/o académica que daría cuenta de 

ese conocimiento sobresaliente, valorar cómo ha integrado el Derecho Internacional 

de los Derechos Humanos en su labor profesional, cómo ha defendido los principios 

democráticos y las poblaciones más vulneradas. 

 

h) Con base en el criterio de capacidad y especialidad, en el caso de las y los candidatos 

que ya ocupan cargos judiciales, los criterios de capacidad y especialidad deben incluir 

una evaluación independiente del desempeño actual de sus funciones.25 

 

i) Verificar la presentación de declaración jurada, declaración jurada y pública de 

bienes, copias de contratos de trabajo existentes, y una declaración jurada de 

conflictos de interés personales y comerciales26. Estos documentos son parte también 

de lo que se debe incorporar para la valoración de la honradez y honorabilidad. 

 

j) Criterio de independencia política. Muchos países, como parte de sus buenas 

prácticas han establecido un estándar mínimo de independencia política de los jueces 

de la corte suprema, como una forma de colaborar a desincentivar la partidización de 

las decisiones del tribunal. En ese marco, se recomienda establecer una 

incompatibilidad con el ejercicio reciente de cargos políticos, sean electivos o no 

electivos, tanto en el Estado (nacional y provincial) como en partidos políticos.27 

 

15. La transparencia y publicidad del proceso deben ser reglas obligatorias tanto para 

comisiones de postulación como en el Congreso: se sugiere que los procedimientos y criterios 

de selección sean publicados y regulados detalladamente antes de la convocatoria pública. 

Esto incluye asegurar que las discusiones y decisiones sobre impugnaciones o tachas 

presentadas por la sociedad civil sean analizadas públicamente por las comisiones de 

postulación. 

 

16. Tanto en las comisiones de postulación, como en el Congreso las decisiones sobre el voto 

deben fundamentarse y explicarse públicamente. Esto busca asegurar que las elecciones sean 

más objetivas y menos susceptibles a influencias externas. 

 

 
25

 Ídem. 

26
 Ídem. 

27
 Vid: El proceso de designación de los jueces de la Corte Suprema, Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia, pág. 3. 
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17. Inclusión de pruebas psicométricas y entrevistas. Incluir estas herramientas podría ayudar 

a evaluar mejor las cualidades personales y profesionales de los candidatos. En las entrevistas 

debe permitirse el escrutinio público. Esto ayudará a verificar con mayor apertura los 

requisitos para ocupar el cargo.  

 

18. Valorar la cualificación profesional de cada candidato y su especialidad en las diferentes 

ramas del derecho a efecto de garantizar que cada una de las cámaras dentro de la Corte 

Suprema de Justicia se integren con los mejores perfiles para cada materia o área de 

conocimiento: penal; civil; laboral; administrativo; ambiental; internacional; derechos de las 

mujeres, niños, niñas y adolescentes; pueblos indígenas, etc. 

 

19. Consideramos que lo que hemos destacado en este informe como buenas prácticas, deben 

mantenerse y mejorarse.  

 

20. Observatorios de vigilancia ciudadana sobre independencia judicial posterior a la elección 

de las y los integrantes de altas cortes. El panel reconoce la labor tan importante que tuvieron 

en este proceso las organizaciones de la sociedad civil y los pueblos indígenas. La única forma 

posible para apartar de las cortes a las fuerzas antidemocráticas y corruptas es la unión de la 

ciudadanía, su auditoría y observación constante. No es necesario esperar hasta el momento 

que comienza el proceso de selección para activarse; hay algunas cosas que se pueden ir 

trabajando previamente y obligando a los órganos para que también con el debido tiempo, 

vayan preparando el terreno para la selección de altos cargos. En estos momentos toca 

monitorear, mostrar y denunciar, si alguna de las personas que han sido electas en las altas 

cortes violan la independencia judicial, actúan contra el derecho o contra los estándares de 

derechos humanos internacionalmente reconocidos. Este ejercicio requerirá también de un 

apoyo constante por parte de la cooperación y la comunidad internacional. 

 

21. Trabajo constante y más profundo con la ciudadanía que no ha sido partícipe de los 

procesos de elección. Todas las sociedades necesitamos repensar cómo acercamos la 

importancia de la labor del Ministerio Público y del Poder Judicial a todas las personas. Así 

como existe una conciencia ciudadana sobre la importancia de la elección presidencial, debe 

existir para la designación de la persona que conducirá el Ministerio Público y las altas cortes, 

ya que sus decisiones nos afectan a todos y todas como personas y ciudadanos/as. Es 

importante realizar campañas de sensibilización con estudiantes y comunidades en el resto del 

país, porque generalmente se centran en la capital. Esto ayudará a que desde distintos lugares 

y distintas trincheras, las personas puedan defender la autonomía de la fiscalía, la 

independencia judicial y que ambos órganos realmente busquen la justicia y actúen conforme 

a los valores democráticos. 

 

Mientras los mecanismos estén formados por seres humanos, ningún sistema estará exento de 

captura. La única garantía para que esto no suceda es garantizar los estándares que han sido 

insistentemente colocados durante el proceso de selección por este panel. 
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Recomendaciones a la comunidad internacional 

Después del proceso de selección de las altas cortes, hacemos un llamado a la comunidad 

internacional, junto con organismos como la OEA, la CIDH y la ONU, de continuar adoptando medidas 

claras y concretas para apoyar la consolidación del Estado de derecho y fortalecer la independencia 

judicial en Guatemala. 

 

A continuación, se presentan recomendaciones clave para cada uno de estos actores: 

 

1.  MONITOREO Y OBSERVACIÓN INTERNACIONAL 

■ Misiones de observación: La comunidad internacional debe continuar 

monitoreando de cerca el rol del Poder Judicial y del Ministerio Público en 

Guatemala para apoyar el cumplimiento con los estándares internacionales de 

transparencia, objetividad e independencia. 

 

■ Informes periódicos: La CIDH ya ha realizado visitas in loco en Guatemala para 

evaluar el estado del sistema judicial y ha emitido informes preliminares con 

recomendaciones sobre cómo fortalecer la independencia judicial. Estos informes 

deben continuar y ser actualizados con regularidad. 
 

2. ASISTENCIA TÉCNICA Y FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL 

■ Apoyo a la sociedad civil: Es fundamental que se brinde apoyo técnico y financiero 

a organizaciones de la sociedad civil que trabajan en la defensa de los derechos 

humanos y la lucha contra la corrupción. Estas organizaciones son esenciales para 

mantener la vigilancia sobre el sistema judicial y garantizar su independencia. 

 

■ Capacitación y asesoramiento: La ONU, a través de su Relatoría sobre Independencia 

Judicial como la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos 

(OACNUDH), puede proporcionar asistencia técnica al sistema judicial 

guatemalteco, ayudando a implementar prácticas alineadas con los estándares 

internacionales sobre independencia judicial. Esto puede incluir capacitación para 

jueces, fiscales y otros operadores de justicia sobre derechos humanos y el debido 

proceso. 

 

■ La cooperación de la Unión Europea (UE) puede desempeñar un papel crucial en 

mejorar la formación de jueces y fiscales en Guatemala, aportando recursos, 

conocimientos técnicos y experiencias exitosas de otros países. Esto podría incluir el 

apoyo a la creación o mejora de academias judiciales que ofrezcan formación 
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especializada en áreas críticas como derechos humanos, lucha contra la corrupción 

y delitos transnacionales. Además, la UE podría proporcionar asistencia técnica para 

desarrollar currículos actualizados y metodologías innovadoras para la formación 

judicial 
 

3. PROTECCIÓN A OPERADORES DE JUSTICIA 

■ Las y los operadores de justicia que investigan redes anticorrupción, gran 

criminalidad y gran corrupción, entre otros, deben contar con un plan de protección 

desde el inicio de sus labores, de tal manera que cuando requieran protección, esta 

ya esté organizada y estructurada previamente, pero además se debe generar una 

estrategia regional de tal manera que cuenten con las condiciones de protección, 

defensa legal y vida digna, para ellos y sus familias, independientemente del lugar 

donde se encuentren. 
 

■ Medidas cautelares: La CIDH ha otorgado medidas cautelares a jueces y fiscales que 

han sido objeto de criminalización y persecución debido a su labor independiente. 

Es fundamental que estos mecanismos de protección continúen, garantizando que 

los operadores de justicia puedan realizar su trabajo sin temor a represalias. Se 

sugiere además que la CIDH realice un seguimiento más cercano y continuo de las 

medidas cautelares otorgadas, asegurando que el Estado guatemalteco cumpla con 

su implementación efectiva. Esto podría incluir visitas periódicas al país. 

 

■ Denuncia pública: La comunidad internacional debe seguir denunciando 

públicamente los casos de criminalización y hostigamiento contra jueces, fiscales y 

defensores de derechos humanos. 
 

4. EVALUAR EL ESTABLECIMIENTO DE UN GRUPO INTERDISCIPLINARIO 

■ En seguimiento a la primera recomendación de este panel, a la CIDH y al Gobierno 

de Guatemala el panel sugiere evaluar la posibilidad de establecer un Grupo 

Interdisciplinario de Expertos Independientes (GIEI), específicamente para abordar 

el rol del Ministerio Público y sus actuaciones de los últimos años, a través de un 

mecanismo independiente e imparcial. El GIEI podría emitir recomendaciones sobre 

cómo reformar el Ministerio Público para garantizar su independencia, 

profesionalismo e imparcialidad junto con ayudar a visibilizar y documentar los 

casos de jueces, fiscales y defensores de derechos humanos que han sido 

criminalizados o forzados al exilio debido a su trabajo. Esto proporcionaría una base 

sólida para avanzar hacia las reformas necesarias que permitan consolidar un Poder 

Judicial independiente, que contemple a todos los operadores de justicia y sus 

procesos de selección. 

 



 

 

 

42 

 

■ La comunidad internacional y los organismos mencionados deben mantenerse 

firmes en su apoyo a Guatemala, promoviendo reformas profundas que fortalezcan 

su sistema judicial. Solo mediante una vigilancia constante y un apoyo decidido será 

posible garantizar que el país avance hacia una verdadera consolidación 

democrática basada en la justicia y el respeto a los derechos humanos. 

 

 


